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INTRODUCCIÓN 
 

El presente informe tiene por objeto, dimensionar en el plano territorial el problema 
que implica el avance de la actividad minera en las provincias de Río Negro y Chubut, 
haciendo especial referencia a la modalidad de minería metalífera que emplea sustancias 
tóxicas en cualquiera de sus procesos y cuya implementación produce daños en el ambiente 
natural (ya sea por la liberación en el medio natural de dichas sustancias o por la propia 
destrucción del paisaje y sus componentes que implica la remoción a gran escala del suelo y el 
subsuelo, incluyendo la deposición de grandes cantidades de escombros expuestos a los 
agentes naturales) y deterioros en el tejido social de las comunidades donde este tipo de 
explotaciones se llevan acabo. 

La principal evidencia concreta que ofrece una dimensión real de este problema, lo 
constituye la base de datos y mapas del catastro minero de dichas provincias. A través del 
análisis de la información contenida en el mismo (a partir de la información que se socializó 
en la 3ª UAP realizada en Puerto Madryn) y su cruzamiento con diferentes bases de datos y 
campos cartográficos, así como de una búsqueda bibliográfica e información disponible en la 
web, se procura poner en conocimiento a la población respecto de la suma de riesgos e 
impactos potenciales en el corto, mediano y largo plazo, a los que pueden verse sometidas 
todas y cada una de las regiones de ambas provincias. 

También se procura con este análisis, no sólo fortalecer, con conocimiento fáctico de 
base empírica, la oposición al modelo cortoplacista y devastador de desarrollo económico 
primario que pretende imponer el gobierno y las corporaciones transnacionales, sino también 
poner a disposición información que pueda ser empleada como insumos y/o herramientas 
técnicas y/o legales para peticionar o accionar administrativa o judicialmente contra el 
atropello a los intereses del colectivo social y los derechos humanos que trae aparejado la 
imposición del mencionado modelo. 

Se deja claro que esta es una primera parte y los demás anexos que cubren las otras 
regiones de ambas provincias se irán confeccionando con posterioridad. 
 
 
Problemas detectados en la información obtenida: 
 

En el caso del Catastro Minero de Río Negro, los archivos Auotocad que nos han sido 
entregados, están separados por grillas, siguiendo el criterio de fragmentación y escalas 
determinada por la cartografía oficial de la República Argentina, hasta ahí todo bien. El 
problema viene a la hora de intentar efectuar un análisis global del catastro minero en lo 
territorial a nivel provincial, ya que las grillas no sólo están separadas, sino además están 
georreferenciadas en las diferentes fajas cartográficas en las que está dividida la provincia, de 
acuerdo al sistema de  proyección Gauss-Krugger, que es empleado en el caso de nuestro país, 
para la representación de mapas oficiales. Algo similar ocurre con el Catastro Minero de 
Chubut, que está en un solo archivo, pero también con las fajas separadas. 

Sería menester, entonces, que las autoridades responsables entreguen la información 
cartográfica digital toda con la misma georreferenciación.  
 
 



Estudio del Catastro Minero de Río Negro y Chubut  ♦  Implicancias ambientales, territoriales y sociales – Análisis legal y jurídico 
 

                               Federico Soria                                                                      Asamblea de Vecinos Autoconvocados de Bariloche 4 

 
Como en mi caso no soy un profesional de la geografía, he tratado de ir haciendo el 

análisis con las escasas herramientas técnicas e informáticas específicas que conozco y puedo 
manejar. De esta manera, al ser por ahora imposible poder en el corto plazo georreferenciar 
todas las grillas en una sola faja y obtener las capas complementarias para poder diseñar 
mapas temáticos que contribuyan a bridar una información que sea legible para todos y tenga 
algún tipo de utilidad práctica, he comenzado a analizar cada faja por separado, empezando de 
oeste a este, ya que en el caso de la faja Nº 1 de Argentina (que abarca el sector oeste de la 
Patagonia), cuento además con las demás capas digitales cartográficas necesarias para llevar 
adelante el análisis, información que por ahora no dispongo para los otros casos. 

Con respecto al registro minero, en el caso de Río Negro, la información sólo está 
disponible en papel, por lo que he tenido que ir pasando a digital dicha información para poder 
cotejarla con la información de los mapas digitales. Entre el registro y la información de los 
mapas hay algunas diferencias en cuanto a categorías de derechos mineros y tipo de sustancias 
solicitadas. 

En el caso del registro minero de Chubut, que está en formato Excel, el problema es 
que el código numérico que identifica los derechos mineros en las planillas difiere al del 
mapa, desconociendo la razón de esta circunstancia, que por cierto, dificulta enormemente la 
tarea de relacionar los datos del registro con los de los mapas. 

En ambos casos, sería menester que la información que el gobierno entrega sea 
uniforme, ya que estas diferencias hablan a las claras de las desprolijidades que encierra el 
catastro minero de ambas provincias, la concesión de derechos mineros y su control, 
desprolijidades que obviamente no deberían existir. 

La representación en un elemento plano 
(mapa – papel) de un cuerpo que no lo es 
(Planeta Tierra) implica necesariamente una 
deformación en los resultados de la misma, que 
puede dar lugar a imprecisiones y errores de 
escala. Para minimizar estas deformaciones se 
diseñaron los sistemas de fajas cartográficas, que 
en el caso de Argentina son 7 y en las provincias 
patagónicas 4. Cada faja cartográfica tiene una 
georreferenciación diferente. Los mapas de 
precisión, como los del Catastro Minero, están 
divididos en fajas para minimizar posibles 
errores en la delimitación y deslinde de derechos. 
El problema se suscita a la hora de pretender 
integrar toda la información, ya que los procesos 
digitales de conversión no son sencillos y 
necesariamente implica reintroducir esas 
distorsiones que el sistema de fajas cartograficas 
divididas había minimizado. 
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EL CONTEXTO GENERAL DE LAS PROVINCIAS PATAGÓNICAS: 
 

El presente panorama tiene por objeto evidenciar las facilidades extra que tiene el 
avance mega-minero y el grado extra de indefensión de la población ante su consumación, 
existente en el territorio de las provincias patagónicas; refiriéndome con “extra” a aquellos 
beneficios que exceden a la legislación dadivosa en la materia que rige para la totalidad del 
país. O sea: en provincias desarticuladas y especialmente planificadas y diseñadas como 
enclaves coloniales endógenos, como lo son las provincias patagónicas, cuya situación 
territorial no ha sido corregida o actualizada como correspondería a los tiempos que corren, no 
sólo se favorece la situación de por sí grave que también está presente en las demás provincias 
cordilleranas del país, sino que además la desconectividad y lejanía de los centros de poder y 
toma de decisiones, así como el incremento de la burocracia suscitado por las arbitrarias 
divisiones regionales, vuelven complicado el proceso para peticionar y defenderse de la 
vulneración de los derechos ciudadanos perpetrados en este sentido por los propios estados 
provinciales, que han otorgado a diestra y siniestra un número exorbitante de derechos 
mineros sin haber efectuado la más mínima consulta a las comunidades que puedan verse 
potencialmente impactadas, no sólo en el procedimiento administrativo propio de la actividad 
minera, tampoco se ha hecho en ninguno de los miles de casos para los procedimientos de 
estudio de impacto ambiental que ambos gobiernos también aprueban como “en serie” 
 
La delimitación del territorio: causas y consecuencias 
 

La situación y posicionamiento de las provincias patagónicas responden al complejo 
proceso histórico que se desarrolló en ellas, desde que fueron incorporadas al territorio 
argentino, luego de la campaña bélica conocida como “Conquista del Desierto”; que 
básicamente consistió en someter por la fuerza a los habitantes que poblaban previamente ese 
territorio, que constituían una nación diferente a los estados de Argentina o Chile, que se lo 
disputaba (Mariqueo-Calbucura, 2002, “La Nación Mapuche”); y tomar posesión de las tierras 
controladas por esos pobladores. En definitiva, las tierras constituyeron el principal botín de 
guerra de esa campaña, además de los integrantes de los pueblos que fueron sometidos, 
divididos, esclavizados, extirpados de sus tierras y prácticamente exterminados (Felipe Pigna 
“La Conquista del Desierto”, artículo del portal “elhistoriador.com.ar”). Ver: 
http://www.elhistoriador.com.ar/articulos/republica_liberal/conquista_del_desierto.php 

De esta manera, la Patagonia termina constituyéndose en parte de la República 
Argentina, definiendo el gobierno nacional de aquel entonces, un sistema de otorgamiento de 
la propiedad de la tierra regido arbitrariamente en función de los intereses de los funcionarios 
de turno, los mandos militares que intervinieron en dicha campaña y de aquellos intereses 
superiores (burguesía nacional y capitales extranjeros) que habían financiado la campaña y a 
los que consecuentemente las autoridades civiles y militares rendían cuentas1. 

Si bien no existen demasiadas fuentes históricas que hagan referencia explícita al 
criterio empleado entre 1882 y 1884 para definir la división política de la Patagonia, que 
delimitó los antiguos Territorios Nacionales, aquellos mismos que en 1955 (por ley nacional 
14.408), pasaron a ser las actuales Provincias (excepto Tierra del Fuego, que pasó a ser 
Provincia recién en 1990); una mirada rápida al mapa político de Argentina nos ofrece una 

                                                
1 El historiador y escritor Osvaldo Bayer, sostiene en una entrevista publicada por primera vez en el Diario El 
Liberal, de Santiago del Estero (luego reposteada en diversos sitios de la web): “Es increíble la forma como se 
repartió la tierra después de la campaña del desierto, fíjense en el resultado que sacamos del Boletín de la 
Sociedad Rural Argentina que entre 1876 y 1903, en 27 años, se otorgaron 41.787.000 hectáreas a 1843 
terratenientes, vinculados estrechamente por lazos económicos y familiares a los diferentes gobiernos que se 
sucedieron en aquel período, principalmente a la familia Roca. 67 propietarios pasaron a ser dueños de 6.000.000 
de hectáreas, entre ellos se destacaban 24 de las familias llamadas patricias, que recibieron entre 200.000 
hectáreas (la familia Luro) y 2.500.000 obtenidas por la familia Martínez de Hoz, bisabuelo del que iba a ser 
ministro de economía de la dictadura militar” 
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respuesta contundente: evidentemente la división del territorio se efectuó en función del status 
deliberado de apéndice colonial intraterritorial que el mismo pasó a serle otorgado. Esta 
situación se diferencia notablemente de la división política del resto del país, que es más bien 
fruto de un proceso mucho más largo de poblamiento y devenir histórico, no exento tampoco 
de situaciones de despojo, como ocurrió también en la Patagonia, pero en el caso de las 14 
provincias confederadas, se efectuó respetando el criterio de regionalización surgido en torno 
a las históricas ciudades capitales. 

La división de la Patagonia 
resultó ser muy diferente: como ya se 
dijo, desde un primer momento se 
consideró a ese territorio un botín de 
guerra y así lo evidencia su división 
política (establecida definitivamente 
por la ley nacional 1532, sancionada el 
15/6/1884, con un ensayo anterior en 
la ley nacional 1265, sancionada el 
24/10/1882), la que fue diseñada fuera 
de ella, quizás en algún escritorio 
“distinguido” de Buenos Aires, donde 
un grupo “selecto” de personas 
trazaron en aquellos viejos mapas unas 
pocas líneas rectas arbitrarias para 
dividir los territorios como si fuera una 
suerte de pastel para repartir entre unos 
pocos: un criterio tan deliberadamente 
arbitrario que no tuvo en cuenta las 
características geográficas, el 
poblamiento, ni tampoco la 
conectividad y las comunicaciones 
dentro de la región y con el resto del 
territorio nacional. Este criterio, sin 
lugar a dudas, evidencia una falta total 
de visión a futuro y ausencia del 
sentido de pertenencia (propios del 
apropiador), cualidades fundamentales 
que se entienden necesarias para 
encarar de manera exitosa cualquier 
planificación territorial que apueste a 
la inclusión y consecuente aceptación 
social. 

Estas líneas arbitrarias empleadas para delimitar el mapa de la Patagonia, han ido 
produciendo verdaderas divisiones marcadas en los aspectos sociales, económicos y 
demográficos, disectando las regiones que atraviesa: por ejemplo (en el caso del límite entre 
Río Negro y Chubut), la Comarca Andina, la alta cuenca del Río Chubut, la Meseta de 
Somuncura, la costa del Golfo San Matías, etc. Estas divisiones sólo se explican en el sentido 
de que una vez llevada a cabo la conquista de la Patagonia, era necesario mantener 
controlados esos territorios de la manera más práctica posible, evitando cualquier intento 
emancipador o progresista que pudiera poner en jaque los intereses que llevaron a cabo su 
incorporación al territorio Argentino y u posterior reparto entre unos pocos. 

En todos los casos, esta división política ha actuado en forma perjudicial para las 
comunidades locales, entorpeciendo su desarrollo económico, debido a la carga burocrática 
que desde un primer momento implicó la integración de estas microrregiones divididas; y 



Estudio del Catastro Minero de Río Negro y Chubut  ♦  Implicancias ambientales, territoriales y sociales – Análisis legal y jurídico 
 

                               Federico Soria                                                                      Asamblea de Vecinos Autoconvocados de Bariloche 7 

también en materia ambiental, ya que la suma de jurisdicciones, a la que se les agrega la de 
Parques Nacionales, históricamente ha desarticulado el manejo de ésta y otras temáticas 
vinculadas, donde cada responsable limita su visión a la porción de territorio enmarcado que 
encierran sus mapas, siempre con la misma concepción neocolonial que rigió los destinos de 
la Patagonia desde su incorporación a la Argentina: enclaves intraterritoriales aislados, 
desconectados del resto, cuya integración jamás fue más allá de la retórica. En más de una vez 
se intentó corregir, al menos parcialmente, esta situación, el último intento data de casi 100 
años atrás: “Proyecto de ley de creación de los territorios nacionales de Los Lagos, Patagonia 
y San Martín” para más detalles ver: http://www1.rionegro.com.ar/arch200303/o11j02.html 

Este criterio de límites lineales interminablemente rectos no es exclusivo de la 
Patagonia, sino también de una amplia porción del territorio nacional que estaba más allá de la 
“Zanja de Alsina” y fue también incorporada al país, luego de la “Conquista del Desierto”: el 
sur de las provincias de Buenos Aires, Córdoba, San Luis y Mendoza, así como la totalidad de 
la provincia de La Pampa. 

El buen observador notará además que este criterio de límites políticos arbitrarios está 
presente también en las regiones del Impenetrable Chaqueño y la Puna, curiosamente zonas 
que también fueron incorporadas al control territorial de la República Argentina en la segunda 
mitad del siglo XIX, o sea, mucho después de la creación de dicho estado. 

En cuanto a la división interna de las provincias patagónicas, la delimitación de los 
departamentos responde, como no podía ser de otra manera, al mismo criterio. 

La excepción a este planteo, dentro de la Patagonia, la constituyen los límites 
interprovinciales fijados en los ríos Colorado y Limay. En el primer caso se trata de un curso 
de agua que separa entre sí a cinco provincias y en el segundo a dos. En ambos casos la 
utilización de los ríos como líneas divisorias ha impedido el poblamiento y/o desarrollo de sus 
valles, a diferencia de lo ocurrido en los otros ríos de la región (por ejemplo el Río Chubut) o 
en los propios tramos de estos que no constituyen líneas divisorias del territorio (Río Negro, 
conformado por la unión del Neuquén y el ya mencionado Limay). 
 
 
Definición y posicionamiento de las capitales patagónicas 
 

El establecimiento de las capitales provinciales en la Patagonia respondió al mismo 
criterio de conformación de enclaves coloniales, empleado para fijar los límites 
interprovinciales y mantener controlados sin complicaciones los territorios desde Buenos 
Aires: en el resto de las provincias argentinas, las capitales se establecieron naturalmente en 
las ciudades históricas más grandes, cuya existencia era previa a la del Estado Argentino; estas 
ciudades en general se localizan en el centro de los propios territorios provinciales. En las 
provincias patagónicas, las capitales (surgidas después que los territorios nacionales que 
dieron origen a las provincias) fueron determinadas de manera deliberada (y luego de varias 
idas y vueltas) en un extremo de sus extensos territorios, por lo general en la zona de éstas 
más cercanas a Buenos Aires o al mar (ver mapa). 

Esta decisión, con el correr del tiempo, fue generando una desventajosa situación de 
desconexión y lejanía de las capitales con respecto al resto de sus extensos territorios, 
situación que al día de hoy sigue existiendo; reforzada en el caso de Río Negro y Chubut con 
el hecho de que las capitales no sólo están internamente confinadas y con dificultades de 
conectividad terrestre, sino que además son ciudades poco relevantes desde el punto de vista 
económico y poblacional. Esta situación les ha otorgado a las ciudades de Viedma y Rawson 
el status de ciudades-fortalezas de campaña, relativamente pequeñas pero con todo un aparato 
administrativo y de seguridad establecido exclusivamente para sostener (a expensas del resto 
del territorio y su población) su función exclusiva de cabeceras de los poderes del estado. 

Consecuentemente, también los gobernantes de las mismas se hallan en una 
desventajosa posición de desconexión social y territorial (con respecto a los de las otras 
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provincias), desapego y desarraigo; situación que en vez de trabajar en pos de suplir o mitigar 
con algún tipo de medida política en beneficio de la población, la han ido consolidando para 
mantener la distancia y el control social, en función de sus intereses y aspiraciones personales 
(que siguen siendo los mismos de quienes ordenaron y dirigieron su conquista en el pasado) y 
en desmedro de la población, que se ve limitada para peticionar o reclamar ante las mismas. 
 

Fuente: censo nacional 2010 
 
 
El problema de la conectividad deficiente 
 

En cuanto a la conectividad en las comunicaciones terrestres dentro de los territorios 
de ambas provincias, se debe notar también que como consecuencia de la situación histórica 
descripta en cuanto a la definición de los límites de estas provincias y la localización 
confinada de sus capitales en relación al resto de su superficie y población; es evidente que las 
mismas son deficientes, siendo en este caso mucho más notorio en Río Negro que en Chubut. 

En el caso de Río Negro, no existe conectividad mediante rutas asfaltadas entre la 
región cordillerana y el resto de la provincia: para desplazarse desde Bariloche o El Bolsón 
hacia el Alto Valle, Viedma o la costa, necesariamente debe efectuarse un tramo de más de 
400 kilómetros por el territorio de Neuquén. Conocida es la situación de la Ruta 23, que une 
Bariloche con Viedma por la región de la “Línea Sur” que no reúne condiciones básicas de vía 
de transporte troncal de la provincia, debido a las dificultades de transitabilidad que presenta, 
haciendo que los viajes de la cordillera al mar se incrementen 400 km., desviándose por 
Neuquén. Recién ahora (y no antes) se está muy lentamente empezando (por enésima vez) a 
terminar de optimizar la conectividad terrestre y a dotar de servicios básicos históricamente 
negados a las comunidades locales, recién ahora que el propio capital transnacional expoliador 
lo exige como piso mínimo para instalarse y llevar adelante su negocio en la región… 

En el caso de Chubut hay dos rutas que vinculan la cordillera con la costa: la 25 y la 
26, la primera por el centro y la segunda por el sur, quedando relativamente desconectada la 
región norte de la meseta y la región suroeste de la cordillera. Si bien existe una situación de 
desconexión y grandes distancias a los centros de poder y toma de decisiones que también 
complica  de sobremanera el acceso de los pobladores más alejados a los centros de poder y 
toma de decisiones, la situación en un poco menos evidente que en Río Negro. 

Por su parte, el ferrocarril, otrora un medio importante de comunicación y transporte 
de cargas en todo el país, es por demás deficiente en toda la Patagonia. En Río Negro y 
Chubut existen únicamente tres líneas férreas en total diseñadas también en función de su 
status territorial ya explicado. En el caso de dos de ellas generaron la desactivación de la 
conectividad terrestre con su caída, que concluye en la década de los ‘90s.: A diferencia de los 
demás ferrocarriles argentinos, la Línea Sur y el Trochita no tenían carreteras paralelas a los 
tendidos ferroviarios que pudieran suplir el flujo de personas y cargas, el cual evidentemente 
terminó canalizándose por otras vías, perjudicando de sobremanera a las poblaciones ubicadas 
a la vera de las mismas, las que terminaron menguando o extinguiéndose. 
 

Ciudades principales de Río Negro Ciudades Principales de Chubut 
Ciudad Población (2010) Ciudad Población (2010) 
1) Bariloche 108.250 1) Com. Rivadavia 173.266 
2) General Roca 85.883 2) Trelew 99.201 
3) Cipolletti 79.097 3) Puerto Madryn 80.101 
4) Viedma 52.754 4) Esquel 32.016 
5) Villa Regina 27.516 5) Rawson 30.824 
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SOBRE LOS DERECHOS MINEROS EN GENERAL 
 
Qué es un derecho o concesión minera? 
 

Los derechos mineros son bienes inmuebles privados del estado (art. 7º CM) que son 
concedidos bajo las condiciones particulares establecidas en el Código Minero a particulares 
para su usufructo. 

Debe tenerse bien presente que TODO DERECHO MINERO TIENE INTRÍNSECA 
UNA EXPECTATIVA DE EXPLOTACIÓN. Más adelante se fundamentará legalmente esta 
afirmación, pero viene bien aclararla de entrada, ya que muchas veces, cuando se visibiliza la 
problemática territorial generada por la entrega irrestricta de concesiones mineras, los 
funcionarios responsables o los voceros de las empresas mineras tienden a relativizar tal 
concepción, más que nada para sacarse de encima la carga que implica vulnerar con su actitud 
los derechos y expectativas de vida de las comunidades potencialmente afectadas. 
Texto del CM: 
http://www.infoleg.gov.ar/infolegInternet/anexos/40000-44999/43797/texact.htm 

Existen diferentes tipos de derechos mineros, según la labor legal que el privado 
pretenda llevar a cabo y la clasificación de las sustancias según la importancia que el propio 
Código Minero le asigna a estas (art. 2 del CM). 
 

En el caso de la tipificación derivada de la labor legal a desarrollar, se reconocen los 
siguientes derechos mineros: 
Cateos: son derechos mineros solicitados con la finalidad de efectuar una prospección o 
exploración inicial superficial del terreno para buscar minerales. Su extensión y duración 
puede variar, pero su vigencia puede llegar hasta 10 años y su extensión máxima ser de 10000 
hectáreas cada uno. 
Manifestaciones de descubrimiento: son derechos mineros solicitados por particulares que 
hayan descubierto uno o más minerales de primera o segunda categoría, ya sea a partir de las 
labores de prospección efectuadas en un cateo de su propiedad o por un descubrimiento 
accidental. La manifestación de descubrimiento habilita y obliga al concesionario a efectuar 
labores de exploración avanzada: perforaciones, dimensionamiento físico y económico de los 
yacimientos (cubicaje), ensayos de técnicas o metodologías extractivas (cianuración por 
ejemplo), las que pueden llevarse a cabo en laboratorio o en el terreno. Su extensión y 
duración es variable, la duración es de hasta 30 años y la extensión es de la mitad hasta un 
cuarto del cateo originalmente solicitado o hasta 5000 hectáreas cuando se trata de 
descubrimientos accidentales. 
Minas: son derechos mineros solicitados por particulares para extraer minerales de primera o 
segunda categoría. La vigencia de las minas es a perpetuidad, siempre que sus titulares 
cumplan los trámites y labores legales exigidas por el Código Minero y su superficie está 
determinada por el cubicaje del yacimiento, habiendo un mínimo y un máximo de acuerdo a la 
sustancia denunciada. 
Canteras: son derechos mineros otorgados a particulares para explotar minerales de tercera 
categoría. En general, estos derechos son pequeños y no comprenden minerales cuya 
extracción requiera el uso de sustancias tóxicas, por lo que para evitar complicaciones en el 
análisis, estos derechos fueron excluidos del presente trabajo. No obstante resulta menester 
mencionar que hay casos en que algunas de estas explotaciones se han vuelto dañinas para el 
ambiente y también han sido cuestionadas y/o denunciadas por las comunidades afectadas. 
 

Al ser considerados por la ley bienes inmuebles, los derechos mineros pueden ser 
vendidos, enajenados, arrendados, usufructuados o conformar el capital de sociedades 
conyugales o comerciales, empresas o uniones transitorias de empresas, de acuerdo a las 
prescripciones del Código Civil y Comercial. 
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Los derechos o concesiones mineras constituyen una propiedad distinta a la del terreno 
donde se encuentran (art. 11 CM). Para diferenciar al propietario de un derecho minero del 
propietario de un terreno, el derecho denomina al primero “minero” y al segundo 
“superficiario”. De todos modos, así como ocurre con cualquier propiedad privada, los 
derechos mineros no son absolutos, sino que están limitados por el interés general y el resto de 
la legislación nacional. Además, los derechos mineros implican una serie de obligaciones que 
sus titulares deben cumplimentar para que mantengan su vigencia, ya sea faenas propias de la 
actividad minera, así como estar sujetos al cumplimiento de la normativa ambiental (art. 233 
CM);  y fundamentalmente, contar validación social, condición esta que no está especificada 
en el Código Minero, pero sí de la aplicación de una amplia y variada legislación vigente en 
todo el territorio de la Nación Argentina, que abarca precisamente las temáticas ambiental y 
social. 
 
 
Quién concede los derechos mineros? 
 

Si bien la actividad minera está regulada por el Código Minero, que es una norma 
nacional de aplicación en todo el país, los minerales constituyen un recurso natural cuya 
potestad está otorgada constitucionalmente a las provincias, consecuentemente el 
otorgamiento de derechos o concesiones mineras está a cargo y bajo tutela de las autoridades 
de aplicación provinciales. 

En el caso de Río Negro, la concesión se hace en forma directa, a solicitud del 
interesado y el procedimiento está regulado por el Código de Procedimiento Minero de Río 
Negro (ley provincial Q-3673), ver texto y decreto reglamentario: 
http://www.legisrn.gov.ar/DIGESCON/detallado_dig.php?ejecutar=DOCU.ASIENTO%3D20
02100001&tablas=dgnorma+as+DOCU 

En el caso de Chubut no se cuenta con un código procesal minero, sólo existen una 
serie de resoluciones de la autoridad de aplicación para el otorgamiento de derechos mineros,  
en el caso de los permisos para prospectar explorar y explotar (independientemente de los 
pedidos directos) se adjudican por concurso público y están normadas por la ley provincial 
XVII-Nº 46 (Antes Ley 3856), ver texto: http://www.legischubut2.gov.ar/digesto/lxl/XVII-
46.html. Actualmente hay un proyecto de ley que prevé la fijación del Código de 
Procedimiento Minero para esa provincia. Esta situación de grises en la legislación procesal 
minera provincial es probablemente uno de los motivos por el cual el catastro minero de esa 
provincia sea tan intrincado y caótico, con casi 5000 derechos otorgados. 

En todos los casos, las concesiones mineras otorgadas, así como las labores legales 
realizadas por los titulares privados deben ser publicadas en el Boletín Oficial de cada 
provincia. Esta es la única forma de comunicación que efectúan los gobiernos respecto de las 
concesiones mineras, siendo por demás oneroso y complicado para el ciudadano común 
mantenerse permanentemente al corriente respecto el otorgamiento de las mismas. 

 En el caso de Río Negro, la publicación y disponibilidad todavía se efectúa sólo de 
manera impresa, por ende, la ciudadanía sólo dispone de él en los centros administrativos 
provinciales que se ubican en las localidades más importantes, existiendo unos pocos en toda 
la provincia. Actualmente está en tratamiento un proyecto de ley para autorizar que sea 
publicado en la web. 

En el caso de Chubut, el Boletín Oficial está disponible en la web, con un día de 
atraso: http://www.chubut.gov.ar/portal/boletin. Si se pretende realizar un seguimiento estricto 
para tomar conocimiento respecto del otorgamiento de nuevos derechos mineros, la 
escrituración de mensuras de propiedades mineras o los permisos para efectuar labores 
(prospección, exploración, explotación), la lectura del Boletín Oficial se debe efectuar de 
manera obligada y en forma DIARIA. 
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Para que se adquiere un derecho minero? 
 
 Bajo los términos de la ley y la observancia permanente de la autoridad de aplicación, 
el objetivo final de adquisición de estos bienes es la extracción de minerales. El minero 
invierte su tiempo y su dinero en una expectativa de explotación y su visión está centrada en 
eso y no en otra cosa. Es inconcebible adquirir un derecho minero para otra cosa que no sea 
llevar a cabo una explotación minera, que puede ser propia o llevada a cabo por terceros. 

Como los derechos mineros son también bienes de intercambio, pueden formar parte 
de transacciones y negocios que alimenten la especulación financiera y de hecho, una de las 
derivaciones más importantes de esto es el negocio inmobiliario de la compra-venta de estas 
concesiones, un comercio muy lucrativo que está en manos de unos pocos geólogos y/o 
abogados mineros que en esencia son también franquiciantes locales (o en el peor de los casos 
empleados) de las empresas mega-mineras transnacionales. Más allá de la especulación 
económica, las transacciones en torno a un derecho minero no bajan la expectativa de 
explotación que el mismo implica, por el contrario, al incrementarse el pase de manos, 
también aumenta la cotización y por ende, la posibilidad de un desarrollo minero sube. 
 A veces suelen haber rumores de que un superficiario adquiere derechos mineros para 
evitar que haya una explotación en su propiedad. Esto, si bien no está explícitamente 
prohibido, es difícil de sostener en el tiempo sin salirse de la ley; o sea, puede ser factible 
hasta cierto punto, pero no en forma permanente, ya que el propio Código Minero exige 
determinadas labores que en algún momento el titular tendrá que llevar a cabo, so pena de 
perder esos derechos y consecuentemente su inversión. Los propietarios que no deseen 
actividades mineras dentro de su propiedad tienen otras vías y mecanismos administrativos y 
jurídicos más viables para tal fin. 
 También se ha escuchado decir que a veces se adquieren derechos mineros en torno a 
otros que tienen yacimientos comprobados y factibles, para proteger o perjudicar un desarrollo 
inminente, pero como en el caso anterior, quien lo hace, ya sea de uno u otro lado, se expone a 
las observancias y/o impugnaciones que la competencia pueda llegar a plantear en el marco de 
la ley. 
 Más allá de las viabilidades técnicas o especulaciones que se hagan, quien adquiere un 
derecho minero en un determinado lugar es porque tiene su cabeza puesta en una explotación 
minera funcionando en algún momento, allí donde está invirtiendo su tiempo y su dinero, por 
que en definitiva, un derecho minero es para buscar y extraer minerales (o para que otro lo 
haga en lugar de uno), no para otra cosa. De la misma manera, un Estado que está otorgando 
una concesión minera a un particular o empresa en un determinado lugar, es porque está 
suscribiendo la posibilidad que el minero finalmente termine concretando su expectativa de 
explotación, independientemente de las consecuencias ambientales y territoriales que tal 
actitud puede traer aparejada, así como de los derechos individuales y/o colectivos que han de 
verse afectados o cercenados. 
 
 
Derechos mineros y minería metalífera hidrotóxica 
 

El catastro minero incluye derechos de tipos y categorías muy variadas, pero en 
especial interesa tener el conocimiento preciso sobre cuáles pueden afectar otros derechos 
particulares y/o generales: o sea, cuáles en definitiva pueden terminar en explotaciones que 
produzcan una remoción importante del suelo y que empleen sustancias tóxicas en alguna 
parte de su proceso o liberar dichas sustancias, ya sea por descarte de las propias empleadas en 
dicho proceso o por los drenajes de las escombreras o depósitos de deshechos resultantes de 
dichas explotaciones. 

A primera vista, mediante la simple lectura del catastro minero, no hay manera de 
determinar con precisión qué derechos mineros son concedidos para efectuar este tipo de 
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explotaciones. La clasificación establecida en el Código de Minería determina de manera 
arbitraria tres categorías de minerales que no se condicen con la clasificación técnica de los 
mismos. El criterio está centrado en el supuesto interés que le otorga el derecho minero a cada 
sustancia. Para el caso de los metales, desde el punto de vista legal, estos pueden considerarse 
minerales de primera o segunda categoría (aunque también los hay de tercera), según sea la 
sustancia o la forma física o química en que esta se encuentre en la naturaleza (por ejemplo, el 
oro en vetas o el oro diseminado es un mineral de primera categoría, en cambio, el oro 
aluvional es un mineral de segunda categoría, en los tres casos, la potencial explotación a gran 
escala de los mismos puede ser igualmente impactante). 

Tampoco es definitivamente determinante, sobre todo en las etapas de prospección y 
exploración previas a una explotación, la posesión de un derecho minero de tal o cual 
sustancia o categoría, para saber qué es lo que realmente están buscando o pretenden explotar 
los titulares, más allá de lo que declaren. De esta manera, se deben tener en cuenta al menos 
todos los derechos mineros de primera y segunda categoría, para analizar la expectativa de una 
explotación metalífera en una región. 

En el caso de los derechos mineros de tercera categoría, la posibilidad de estar 
afectados a una potencial explotación metalífera es mucho menor, sin embargo en estudios 
efectuados en otras provincias, se ha podido detectar casos en que los titulares de canteras o 
explotación de áridos localizados en zonas potencialmente metalíferas, están explorando 
metales; y viceversa, también se ha detectado que durante tareas de exploración metalífera, se 
efectúan explotaciones no autorizadas de áridos y/o rocas de aplicación. Este tipo de 
situaciones deben ser particularmente investigadas en aquellos sitios donde hay derechos 
mineros extensos para minerales de tercera categoría o que puedan estar localizados en áreas 
potencialmente metalíferas, también cuando un mismo titular posee derechos mineros de 
primera, segunda y tercera categoría, o de distintas sustancias dentro de la primera categoría 
(por ejemplo: cuarzo, oro y carbón). 
 
 
Las propiedades mineras en relación al derecho ambiental 
 

La regulación del derecho minero dispone que la riqueza minera de nuestro país no 
será explotada por el propietario originario, el Estado (art. 9 CM). Por el contrario, el mismo 
transfiere, mediante concesión, su propiedad sobre los minerales del subsuelo a los 
particulares para que aprovecharan y dispusieran de ella como dueños, “con arreglo a las 
prescripciones” de la ley (art. 8 CM).  

Sin embargo, la propiedad minera así transferida no resulta perpetua ni absoluta: “El 
dominio originario preexiste a la propiedad minera, coexiste con ella y subsiste a su 
caducidad. Antes de su constitución acuerda al Estado el derecho de constituirla y después de 
ella el de exigir el cumplimiento de obligaciones procesales y de amparo y el de recuperar la 
propiedad minera para efectuar una nueva concesión” (Mario Valls, Código de Minería de la 
R. Argentina concordado y anotado, Ed. Abeledo Perrot, Bs As, 1981, p. 41).  

Esto demuestra que la propiedad minera, lejos de resultar ajena al Estado concedente, 
permanece vinculada al mismo y a las políticas mineras que el mismo encamina legalmente, 
subsistiendo en manos particulares sólo mientras estos cumplan las condiciones de la ley 
(Edmundo Catalano, Código de Minería Comentado, Ed. Zavalía, 1974, p. 35).  

Dentro de la regulación de la actividad minera impuesta a través del Código Minero, la 
propiedad minera ha sido limitada desde la perspectiva ambiental, imponiendo a los mineros 
la condición de que pueden explotar sus pertenencias sin sujeción a otras reglas que las de 
seguridad, policía y preservación del ambiente (art. 233 t.o., ex art. 282 CM modificado por 
Ley 22.259).  

La exposición de motivos del texto de este artículo (establecido a partir de la Ley 
22259) expresa que “Aunque este aspecto es del resorte de la policía administrativa con 
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competencia específica en materia ambiental, se ha estimado conveniente agregar al Código 
de Minería la prevención pertinente, para asegurar su observancia por quienes podrían 
considerarse excluidos de su cumplimiento”. Es importante atender que esta exposición de 
motivos –en concordancia con el original texto derogado del CM que hablaba de “reglas ... 
prescriptas en éste código” y el actual texto fijado por la Ley 24585 que expresamente refiere 
al art. 41 CN– ha extendido la limitación que fija la norma a la libre explotación minera más 
allá del Código de Minería (dictado en el marco del art. 75 CN) y su autoridad de aplicación, 
sometiendo expresamente tal actividad a la ley ambiental y a la autoridad ambiental. 

Las concesiones mineras, como toda propiedad privada, no constituyen un derecho 
absoluto para el dueño: la ley no ampara el ejercicio abusivo de los derechos y la exigencia de 
que se haga un uso regular del derecho de propiedad (Arts. 1071, 2514, 2618 y concordantes 
del Código Civil) y que el Derecho Ambiental consagra el principio de que "no existe libertad 
para contaminar", en tanto "... no hay libertad para dañar el ambiente ajeno ni para restringir la 
libertad que tiene todo individuo de usar y gozar del ambiente..." (VALLS, Mario F., 
"Instrumentos Jurídico para una Política Ambiental", J. A., 1996-IV- 955) 

Con esto, es claro que los derechos mineros han de ejercerse en la medida que resulten 
acordes a los regímenes ambientales de preservación y conservación ambiental, y cuando estas 
condiciones no pueden cumplirse, pues la propiedad particular sobre los minerales deja de ser 
ejercitable.  
 
 
Implicancias territoriales de las concesiones mineras 
 

Las concesiones mineras implican necesariamente la posibilidad de que en un futuro 
no determinado exista un daño ambiental, ya que la legislación específica otorga la potestad a 
su titular de efectuar todas las actividades necesarias para explorar o explotar las sustancias 
declaradas, por lo tanto su adjudicación no puede estar desconectada de la planificación 
territorial general y de los intereses sociales implicados en los territorios a conceder. Son de 
aplicabilidad entonces los principios de la política ambiental fijados en el artículo 4º de la ley 
nacional 25675, de los cuales destacan para el caso los principios preventivo, precautorio, de 
progresividad, de congruencia y de equidad intergeneracional. 

Procede destacar la improcedencia e inconveniencia jurídica de la llamada “teoría del 
registro concesión provisoria” sostenido por la doctrina y que ha llevado a la confusión de 
atribuir al “registro de la manifestación” similares efectos al de la aprobación del acta de 
mensura. Siguiendo el pensamiento de Edmundo Catalano, “no existe en el Código el registro 
como concesión provisoria ya que no existe una concesión definitiva” (Código de Minería 
Comentado”, Ed. Zavalía, 2001, comentario art. 44).  

El registro se perfecciona con el cumplimiento de las etapas subsiguientes establecidas 
en el procedimiento sustancial minero, esto es con la labor legal y con la mensura. Es en esta 
última instancia en la que –previa publicación de edictos y citación a partes interesadas-, la 
Autoridad Minera (RECIEN AHORA Y NO ANTES, SALVO CONTRADICCIÓN) 
comprobará la existencia del mineral supuestamente alumbrado por la labor legal. Como 
vemos, es una presunción “iuris tantum” que para perfeccionarse y producir los efectos 
reconocidos por la ley y obtener el amparo constitucional del art. 17 de la Constitución 
Nacional, ha de resultar menester de la perfecta y completa observancia de todos los requisitos 
que el mismo Código Minero demanda (arts. 86 y 93, CM.). 
 
 
Los supuestos derechos adquiridos y el orden público ambiental 
 

“El Derecho Ambiental tiene, implicaciones y manifestaciones de derecho privado, 
pero su meollo es fundamentalmente público, se impone directamente por el Estado, en cuanto 
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que regula las relaciones del hombre con su entorno y no de los sujetos privados entre sí. 
Tiene por tanto claramente manifestaciones autoritarias y su desacato debería ser objeto de 
importantes represiones administrativas y penales. Esto tiene que ser necesariamente así, ya 
que, como demuestra la praxis, el espontaneísmo no ha funcionado, el grave deterioro 
ambiental que padecemos no se hubiera producido si los individuos y los decisores 
responsables sociales y/o de los Estados, se hubieran comportado razonablemente en lo 
relacionado con la conservación de la biosfera” (Ramón Martín Mateo, Manual de Derecho  
Ambiental, segunda edición, Trivium, Madrid, 1998, p. 63). En otras palabras, la legislación 
ambiental se impone con la primacía que le otorga su carácter de defensa del interés colectivo, 
por cuanto “el Derecho Ambiental es sustancialmente derecho público. La tutela del ambiente 
apunta a mejorar la calidad de vida de la humanidad y a lograr el desarrollo sostenible como 
legado para las generaciones futuras” (Jorge Bustamante Alsina, Derecho Ambiental. 
Fundamentación y normativa, Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 1995, p. 51)". 

Resulta que en la escala de valores pueden existir y existen necesidades públicas de un 
orden superior que deben ser satisfechas aun en desmedro de la propiedad minera. Aquí el 
conflicto se plantea entre intereses públicos, determinados, de una parte, por la intención de 
favorecer o promover la minería, que para la Constitución Nacional es “Industia Lícita”; y de 
otra, por la necesidad de satisfacer necesidades colectivas aún más imperiosas y generales, 
consagradas también en la propia Constitución Nacional. 

En síntesis: desde el punto de vista legal, no se pueden aludir derechos adquiridos, 
como algunos consideran a las concesiones mineras, cuando existe un interés público superior, 
como puede ser la protección del hábitat y el derecho a una vida digna. 
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ALGUNOS DATOS SOBRE LOS DERECHOS O CONCESIONES MINERAS 
EXISTENTES EN RIO NEGRO Y CHUBUT 
 

En base a los datos del padrón y catastro minero de ambas provincias, actualmente la 
cantidad de derechos o concesiones mineras otorgadas es de 1939 en la Provincia de Río 
Negro y 4895 en la Provincia de Chubut. 

 
Nº de derechos mineros otorgados Tipo de registro 

Río Negro Chubut 
Padrón minero provincial (manifestaciones, minas 
y canteras vigentes, concedidos o en trámite) 1340 

Manifestaciones de descubrimiento que provienen 
de cateos (no registradas en el padrón minero) 60 

1735 

Padrón de permisos de prospección o exploración 
inicial (cateos) 

203 441 

Derechos mineros caducos o archivados 184 2719 
Diferencia entre el padrón minero y el registro de 
Declaraciones Juradas Ambientales (Río Negro) 

152 - 

Total 1939 4895 
Fuente: catastro y registro minero de Río Negro y Chubut. 
 

El manejo de estas cifras es complicado; en esencia y por definición del propio Código 
de Minería (cuestiones ya analizadas), hay una expectativa futura de que esa sea las cantidad 
de explotaciones que podemos en algún momento llegar a tener en ambos territorios 
provinciales, sin embargo para determinar el grado de peligrosidad o afectación para el medio 
ambiente y las comunidades locales, conviene hacer un desglose mayor. 

Básicamente lo fundamental es determinar con el máximo grado de certeza posible, 
cuáles de esas explotaciones en expectativa pueden tener carácter mega y producir un daño 
ambiental significativo, ya sea por la destrucción del paisaje o por el empleo de sustancias 
tóxicas en la separación y concentración de los minerales a extraer. Como ya anticipáramos, 
de acuerdo a las definiciones del propio Código Minero, este dato no ha de surgir de la simple 
clasificación que dicha norma legal hace de los minerales o del tipo de concesión otorgada, así 
que el análisis debe ser más detallado que el mero hecho de considerar sólo una categoría de 
mineral o sólo un tipo de derecho minero. 

En cuanto a la movilidad de las cifras, debe tenerse en cuenta que el catastro minero es 
una herramienta dinámica sujeta a los vaivenes del negocio de la minería, por lo que se 
recomienda que para llevar al día la expectativa de desarrollos mineros, el análisis de los datos 
se realice con información actualizada como máximo en forma anual. 
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Clasificación general de los derechos mineros por tipo de pedimento: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Fuente: Catastro y registro minero de Río Negro y Chubut 
* El registro minero de Río Negro no tiene una diferenciación clara entre manifestaciones y minas: para hacer la división de 
acuerdo al código de minería, se adoptó el criterio de asignar como minas aquellos derechos que registran pertenencias 
mineras y como manifestaciones de descubrimiento aquellos que no. 
** La base de datos del registro minero de Chubut no consigna si cateos, manifestaciones y canteras están mensurados o 
no. 
 

De acuerdo a esta clasificación, las minas son los derechos o concesiones que tienen 
mayor expectativa de ser explotadas, luego siguen las manifestaciones y finalmente los cateos. 
Las canteras corresponden en su mayoría a minerales o rocas que en general no generan los 
inconvenientes de la minería metalífera a gran escala. 

A continuación se verá en detalle a qué minerales corresponden los derechos mineros 
de ambas provincias. 
 

Tipo Estado de tramitación Río Negro * Chubut ** 

Mensurados 35 
No mensurados 168 

441 

Archivados 118 858 
Cateos 

Total 321 1299 

Mensuradas 6 
No mensuradas 275 

397 

Vacantes 16 30 
Archivados 15 255 

Manifestaciones  

Total 312 682 

Mensuradas 140 464 
Estacadas 41 164 
S/mensura ni estaca 109 331 
Vacantes 162 51 
Archivadas 13 961 

Minas 

Total 465 1971 

Mensuradas 235 
No mensuradas 121 

177 

Permisos municipales - 46 
Archivados 62 486 
No consigna 1 26 

Canteras 

Total 419 735 

Otros derechos  - 198 
Sin datos  402 3 

TOTAL DERECHOS MINEROS  1939 4895 
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Clasificación general de los derechos o concesiones mineras por categoría de minerales pedidos: 
• Resaltados en rojo están aquellos minerales cuya extracción y/o separación requiere el uso de sustancias tóxicas o los minerales pueden ser peligrosos para la salud en bajas concentraciones 
• Resaltados en amarillo están aquellos cuya extracción a gran escala puede generar drenajes de mina contaminantes en escombreras o generar impacto ecológico considerable su extracción 

Derechos mineros de 
Primera Categoría 

Derechos mineros de 
Segunda Categoría 

Derechos mineros de 
Tercera Categoría 

Mineral Río Negro Chubut Mineral Río Negro Chubut Mineral Río Negro Chubut 

Oro (vetas) 6 71 Oro aluvial - 40 Escoria metalífera 1 14 
Oro diseminado 196 424 Sales de uranio - 18 Granito 9 3 
Uranio 61 222 Titanio - 2 Mármol - 14 
Polimetálicos - 458 Cromo - 1 Calizas 17 170 
Plata 2 38 Metales sulfurosos - 54 Yeso 27 22 
Plomo 1 73 Amianto - 5 Pórfidos 36 30 
Cobre 11 181 Alunita - 94 Basalto e ignimbrita 12 8 
Vanadio 20 - Grafito - 2 Laja 50 79 
Wolframio 2 1 Turba - 12 Arcillas 17 34 
Zinc 6 1 Sal 26 172 Arenas 28 171 
Mercurio - 1 Baritina - 63 Áridos 422 187 
Manganeso - 25 Bentonita 178 39 Conchilla 1 21 
Hierro 8 13 Caolín 67 274 Sulfatos - 2 
Aluminio - 57 Otros 6 16 Perlita 1 3 
Carbón 4 63 Sin datos 136 13 Diatomita 113 1 
Hidrocarburos sólidos 1 81 

 

Total 2ª categoría 413 805 

 
 

Guano - 13 
Cuarzo 7 17 Otros 6 10 
Fluorita 37 238 Sin datos 63 24 
Feldespato 3 - 

Fuente de datos para todos los cuadros: Catastro y 
registro minero de Río Negro y Chubut 
 Total 3ª categoría 743 806 

Fosfatos - 10 
Azufre - 4 
Piedras preciosas - 10 
No consigna (cateos) 203 1267 
Sin datos 107 12 
Total 1ª categoría 675 3267 

Categorías Río Negro Chubut 
Total Primera categoría 675 3267 

Total Segunda categoría 413 805 

Total Tercera categoría 743 806 

Sin consignar categoría 108 17 

Total derechos mineros 1939  4895 
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BREVE RESEÑA DE LOS MINERALES MANIFESTADOS EN RÍO N EGRO Y 
CHUBUT CUYA EXPLOTACIÓN PUEDE RESULTAR POTENCIALMEN TE 
RIESGOSA PARA EL HOMBRE Y LA NATURALEZA. 
 
 
Oro: 
 

El oro se presenta en la naturaleza en estado libre (sin combinarse con otros elementos), 
generalmente en forma diseminada, pero también puede aparecer en vetas o en depósitos 
aluvionales, en todos los casos su extracción reviste los mismos peligros. 

La extracción del oro se realiza por lixiviación con uso de químicos como el cianuro de 
sodio para separarlo de la MENA (roca que lo contiene); y sales de zinc, plomo y pulpa de 
carbón para posteriormente separarlo del cianuro, todos estos elementos son de una alta 
toxicidad en concentraciones muy reducidas, en especial el lixiviante. 

Como el oro es un metal de muy baja concentración en la naturaleza, requiere que sean 
removidas y trituradas enormes cantidades de roca para una producción pequeña, lo cual 
también determina un daño severo y extensivo al paisaje y las características naturales de las 
regiones donde se desarrolla su explotación. 

En promedio, la obtención de cada gramo de oro requiere remover 4 toneladas de roca, 
entre muchos otros impactos, para abastecer casi exclusivamente a la joyería y la especulación 
capitalista. Los usos tecnológicos del metal son inferiores al 10% de la demanda mundial; el 
reciclado de oro mueve casi 4 veces esa cantidad, por lo que en la actualidad, sacando los usos 
suntuarios, la minería del oro es prácticamente injustificable. Desde el punto de vista biológico, 
el oro no es un elemento esencial para ningún ser vivo. 

En total, en río Negro se han otorgado 202 derechos mineros de oro, cifra que 
representa el 65% de los DM metalíferos; en Chubut se han otorgado 993 derechos mineros 
que involucran al oro en cualquiera de sus formas presentes en la naturaleza, esta cantidad 
representa el 62,5% de los DM metalíferos. Estas cifras demuestran que la minería del oro 
(demostradamente innecesaria para la existencia del hombre y la más peligrosa en cuanto a los 
riesgos que implica) acapara la mayor expectativa de explotación en ambas. 
Más información: http://www.ongamiradespierta.com.ar/tecnica.htm. 
 
 
Plata: 
 

Este mineral puede presentarse libre o combinado con sulfuros. Generalmente se lo 
obtiene como subproducto de la minería de oro, cobre, plomo o zinc, nunca en explotaciones 
específicas, por los que las características de su minería son similares a la de esos elementos. 
Su separación se hace mediante lixiviación con cianuro de potasio, siguiendo la misma técnica 
que con el oro. 

Al igual que en el caso anterior, la mayoría se destina a uso suntuario y financiero y 
dadas las altas posibilidades de su reciclado, su minería también es obsoleta. Para la biología, 
la plata tampoco es esencial para la vida y sus compuestos pueden resultar venenosos o 
cancerígenos. 

Los derechos mineros exclusivos de este metal, otorgados en ambas provincias 
representan menos del 2% del total de DM metalíferos. 
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Uranio: 
 

La minería del uranio requiere que su explotación sea intensiva, para serle rentable a las 
empresas mineras que lo extraen; siendo necesario para ello, remover, triturar y lixiviar 
grandes cantidades de roca al mismo tiempo. 

El uranio se presenta en la naturaleza combinado en óxidos o fosfatos (sales de uranio). 
Para su aplicación es necesario primero separarlo de su mena, mediante lixiviación con ácido 
sulfúrico; y luego convertirlo en otros elementos, mediante enormes reacciones químicas que 
emplean gran cantidad de agua, para obtener el uranio amarillo (fluoruro de uranio) y el uranio 
cerámico (otra variante del óxido); todos estos procesos generan gran cantidad de deshechos 
tóxicos y radiactivos. Esta parte del proceso de separación, generalmente se realizan en el 
mismo sitio de explotación. 

Los compuestos resultantes aún deben ser transformados en otros compuestos 
diferentes, mediante un proceso conocido como enriquecimiento, que se efectúa en plantas 
especiales, donde el fluoruro de uranio es convertido, mediante otras reacciones químicas, en 
dióxido de uranio, que es el material que finalmente se emplea como combustible nuclear. 

En la actualidad, la minería del uranio abastece en su gran mayoría a la producción de 
energía atómica, que apenas representa el 2% de la energía producida en el mundo, que con la 
tecnología existente puede ser perfectamente reemplazada por energías alternativas. 

Otro dato que debe llamar la atención, es que luego de agotado el uranio como 
combustible nuclear, debe ser desechado; sin embargo, el uranio agotado continúa generando 
radioactividad nociva para la salud humana, ya sea por efecto de la propia radiación, así como 
la contaminación de los metales pesados derivados de dicho proceso. La disposición de estos 
deshechos es un tema que la ciencia aún no ha podido resolver y los estados no se han hecho 
cargo. Una parte de estos se destina a la industria bélica, generando aún más dispersión de la 
contaminación. 

El uso medicinal y tecnológico del uranio es una pequeña proporción de lo que se 
obtiene, por lo que la minería a gran escala de este elemento es, también en esencia, 
innecesaria. Tampoco es un elemento esencial para la vida biológica. En la provincia de Río 
Negro se han otorgado 61 derechos mineros de uranio y en Chubut 240, estos guarismos 
representan respectivamente el 15 y el 20% del total de los derechos mineros metalíferos 
otorgados. 

 
 

Cobre: 
 

El cobre se lo puede hallar en la naturaleza nativo (hoy casi inexistente), o formando 
óxidos o sulfuros. El proceso de extracción comienza con la trituración de las rocas y existen 
tres técnicas para separarlos: una mediante fundición directa, otra mediante lixiviación con 
ácido sulfúrico y la otra mediante flotación con xantatos y floculantes. En el caso de la 
lixiviación del cobre, el uso de agua es particularmente mayor que en el resto de la minería 
metalífera, ya que la disolución de los lixiviantes optimiza considerablemente la concentración 
de los minerales. En todos los casos se emplean sustancias tóxicas, se genera una gran cantidad 
de deshechos en pilas y diques de cola de considerables dimensiones expuestos a la intemperie. 
De la minería del cobre se obtienen como subproductos importantes cantidades de hierro y 
azufre, además de oro y plata, así como concentraciones menores de plomo, mercurio y 
arsénico y trazas de unos 60 metales más, que en explotaciones de gran escala también forman 
parte de la producción, aunque en la generalidad de los casos no se declaran. 

A diferencia de los elementos anteriores, el cobre se destina en una proporción mayor a 
usos industriales que suntuarios, especulativos u obsoletos, sin embargo una cantidad 
importante se destina a la industria bélica y a tecnologías que resultan inaccesibles o en esencia 
innecesarias para la generalidad de las personas, siendo alrededor de la cuarta parte el 
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destinado a elementos de uso cotidiano; además de ello, enormes cantidades de este elemento 
se deshecha sin ser reciclado, generando una contaminación adicional. Desde el punto de vista 
biológico, en bajísimas concentraciones (0,1 a 0,2 miligramos por metro cúbico) es esencial 
para procesos como la fotosíntesis en las plantas y la formación de glóbulos rojos en los 
animales, sin embargo en concentraciones mayores es tóxico.  

Los derechos mineros de cobre otorgados en Río Negro y Chubut, representa entre el 5 
y el 10% del total de DM metalíferos, aunque vale aclarar que la minería del oro lo genera en 
grandes cantidades como subproducto, por lo que este dato es muy relativo. 
 
 
Plomo: 
 

Este metal se presenta en la naturaleza en múltiples combinaciones diferentes. 
Actualmente su extracción es principalmente un subproducto de la minería del oro, el cobre o 
el uranio. La extracción específica del plomo de sus minerales se efectúa mediante flotación y 
fundición; siendo este un proceso altamente contaminante, ya que genera gases mezclados con 
metales pesados, así como sus deshechos y escorias sólidas, que son tóxicas y sumamente 
dañinas para la salud humana y el ecosistema. 

Como subproductos de la metalurgia del plomo, se obtiene arsénico, antimonio, 
bismuto, zinc, cobre, plata y oro. El plomo se usa principalmente en acumuladores de energía y 
constituye un residuo muy tóxico, cuyo reciclaje debería ser optimizado, tanto de los elementos 
que se descartan, como de las escorias mineras y residuos de la industria que terminan 
contaminando el ambiente. Para la biología, el plomo no es esencial y su incorporación al 
organismo, aún en bajísimas concentraciones, puede provocar daños severos a la salud. 

Los derechos mineros de plomo son inferiores al 3% en ambas provincias, sin embargo, 
como en el caso anterior, la producción de este metal, proviene fundamentalmente de la 
minería del oro, el cobre y el uranio. 
 
 
Vanadio: 
 

Este metal está presente en la naturaleza combinado de variadas formas con distintos 
elementos, también es un componente de los hidrocarburos. Gran parte de la producción del 
vanadio a nivel mundial, resulta como subproducto de la minería del hierro, del uranio y del 
aluminio, así como también de la quema de combustibles fósiles, ya que puede estar presente 
en concentraciones importantes en el petróleo crudo. De su propia extracción, que se efectúa 
mediante electrólisis con cloruro de calcio, sodio y magnesio a altas temperaturas, se obtiene 
además como subproductos hierro, cromo y molibdeno, entre otros metales. 

Los residuos de vanadio derivados de la combustión de petróleo y sus derivados son 
altamente tóxicos y resulta corrosivo para los motores, su captura a través de catalizadores es 
una de las alternativas de obtención a la minería de este metal. Desde el punto de vista 
biológico, este elemento es esencial en algunos seres vivos, pero no está científicamente 
demostrado que lo sea para el hombre. Existen unos pocos derechos mineros de este metal en 
Río Negro. 
 
 
Wolframio:  
 

También conocido como tungsteno, es un metal duro y pesado que aparece en la 
naturaleza siempre combinado con otros metales medios o alcalinos, en minerales 
denominados wolfrámicos. La minería moderna lo obtiene como subproducto de otros metales, 
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sin embargo obtención específica del wolframio a partir de sus minerales es mediante 
reacciones químicas a altas temperaturas. 

Por ser el metal que se funde a más alta temperatura, tiene uso principalmente en la 
industria bélica y aeroespacial, ya sea puro o en aleaciones y aceros, una parte importante es 
empleado en materiales para la metalurgia, siendo relativamente escaso su empleo en 
manufacturas de uso cotidiano. Su papel en la biología se limita a intervenir en procesos 
naturales de nutrición en algunas bacterias y enzimas, no está demostrado que sea esencial para 
el hombre. 

Si bien los derechos mineros de este metal son escasos, en la actualidad no se justifica 
el otorgamiento específico para esta sustancia, dado que en su mayoría se obtiene como 
subproducto de otros procesos metalúrgicos. 

 
 

Zinc:  
 

En la naturaleza aparece en forma de óxidos y sulfuros, cuya extracción generalmente 
proviene como subproducto de la minería de otros metales (oro, plata, cobre, plomo, etc.). En 
contadas ocasiones se lo obtiene en forma específica de sus propios minerales, mediante 
lixiviación con ácido sulfúrico o flotación con detergentes químicos, que generan similares 
deshechos tóxicos, vertidos y drenaje de escombreras que la minería del cobre. Como 
subproductos de su metalurgia específica se obtienen azufre, mercurio, germanio, plomo, plata 
y oro. 

Del total de su producción, más de la mitad se emplea en la industria bélica, 
aeroespacial y en metalurgia de oro y plata, donde se usa como elemento secundario en la 
separación de estos; el resto (menos de la mitad) tiene uso industrial, en construcción y 
aleaciones de aplicación cotidiana. Las fuentes de reciclado de este metal son muy importantes, 
ya que una gran cantidad se deshecha, además se puede recuperar a partir de los propios óxidos 
que determinan el descarte de los productos fabricados con él. 

Su papel biológico es fundamental en algunos animales y el hombre, en 
concentraciones de entre 20 y 40 miligramo por kilogramo; su deficiencia puede provocar 
trastornos de metabolismo importantes. Sin embargo, su ingestión o exposición excesiva 
resulta tóxica, en especial cuando se trata de algunas de las formas resultantes de procesos 
químicos donde interviene este elemento (óxidos y sulfatos). 

 
 

Mercurio:  
 

Casi la totalidad de este elemento se presenta en la naturaleza en forma de sulfuro, 
conformando un mineral denominado cinabrio. Si bien la mayor parte de su obtención es como 
subproducto de la separación de otros metales, en el caso específico de sus minerales, se lo 
extrae por reacciones químicas de oxidación a altas temperaturas, luego de ser triturado el 
mineral. 

Este elemento no es necesario en el metabolismo de los seres vivos, por el contrario, es 
altamente tóxico y sumamente dañino para la salud, cuya incorporación en los organismos 
vivos es bio-acumulativa, o sea que se asimila en forma progresiva y no puede ser eliminado. 

Las aplicaciones de este elemento son variadas, se lo emplea principalmente en 
metalurgia y química. Su aplicación en elementos de uso cotidiano es en medicina y artículos 
eléctricos (iluminación). La generación de deshechos que contienen a este elemento 
contaminante es importante, de ahí la posibilidad de que pueda ser recuperado, tarea que hasta 
ahora no se está efectuando a gran escala. 

Los derechos mineros de este mineral son escasos y, en esencia obsoletos, dado que 
actualmente se lo obtiene en su mayoría, como derivado de otros procesos metalúrgicos. 
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Titanio:  
 

Es un elemento escaso que está presente en bajas concentraciones en minerales 
complejos, cuya extracción, fuera de ser subproducto de otras metalurgias, se hace en forma 
específica a partir de la trituración de sus minerales y pirometalurgia con carbono, ácido 
clohídrico y óxidos alcalinos (sodio y magnesio), generando como deshechos principales 
monóxido de carbono y cloruros de sodio y magnesio. Se lo emplea principalmente en la 
industria aeroespacial, en aleaciones de alta resistencia de diversas aplicaciones y en joyería. 
Su papel biológico es prácticamente nulo y en altas concentraciones puede ser tóxico. Debido a 
la ya comprobada inexistencia de minerales con contenido de titanio en Argentina, no tiene 
demasiada explicación la existencia de derechos mineros para este metal. 
 
 
Cromo:  
 

Es un elemento relativamente frecuente en la naturaleza, aunque no forma minerales 
propios, sino siendo parte de compuestos, combinado con otros metales, por ende su obtención 
principal es como subproducto de otras metalurgias. Su obtención específica es exclusiva de 
pocos países, por lo que no se explica la existencia de derechos mineros a favor de este metal. 

 
 

Aluminio: 
 

Es uno de los elementos más abundantes de la corteza terrestre, sin embargo es uno de 
los metales más difíciles de obtener, se lo hace casi en forma exclusiva, a partir de la bauxita, 
un mineral comprobadamente inexistente en Argentina, por lo cual no se justifica la existencia 
de derechos mineros exclusivamente de este metal. 

 
 

Minerales metalíferos sulfurosos: 
 

En la actualidad prácticamente no se emplean estos minerales en su forma natural 
(antiguamente se usaban en electrónica y transmisores), pero constituyen la materia prima 
esencial de la minería metalífera, excepto la del oro y la plata. Sin embargo en los yacimientos 
de minerales sulfurosos puede haber concentraciones variables de oro y plata. El 
procesamiento e industrialización de estos minerales es áltamente contaminante. 

Actualmente hay derechos mineros de galena, blenda y pirita, aunque bien se los podría 
englobar en los polimetálicos, por lo que es prácticamente innecesario la existencia de los 
mismos en forma exclusiva. Para el análisis posterior, a estos minerales se los englobó con el 
plomo, por predominar en estos el mineral de galena, que es sulfuro de plomo. 

 
 

Carbón: 
 

El carbón mineral se presenta en la naturaleza de variadas y diversas formas, en todos 
los casos tienen un origen orgánico. Son estos minerales: la antracita, el grafito, la hulla, el 
esquisto bituminoso, el lignito y la turba. 

Las aplicaciones del carbón son variadas, la mayoría (antracita, hulla, esquistos y 
lignito) se destina a producción de energía o en metalurgia, ya sea como combustible en 
hornos, como parte de aleaciones o en el proceso de separación de metales. El proceso para 
producir energía a partir del carbón es sumamente ineficiente y contaminante, por cuanto en la 
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actualidad esta opción resulta más obsoleta y perjudicial aún que la quema de hidrocarburos 
líquidos. El uso en metalurgia es parte del resto de los procesos ya analizados, tal vez el más 
importante (aunque no el exclusivo) y de aplicación en elementos de uso cotidiano, es como 
componente del acero. 

La explotación del carbón a gran escala no emplea sustancias tóxicas en su extracción, 
pero puede generar efectos nocivos importantes en el medioambiente y la salud de las 
personas: la destrucción del paisaje, en especial en la modalidad a cielo abierto, es similar a la 
minería metalífera; también otra característica común con ésta, es la generación de drenajes 
ácidos en escombreras, ya que el carbón contiene concentraciones importante de azufre; y 
exclusiva del carbón es que su combustión está signada como uno de los principales 
responsables del calentamiento global, por lo que su explotación y uso está signado a ser 
necesariamente sustituido de manera paulatina, por cuanto no se justifica de ninguna manera 
generar expectativas nuevas de minería en este sentido, en nuestras provincias. 

En el caso de la turba, es un combustible de baja calidad, se lo emplea como tal allí 
donde no hay otro, pero también tiene  uso como fertilizante u ornamento en construcción. 
Como es un mineral orgánico de formación relativamente reciente, se lo halla casi 
exclusivamente debajo de los mallines, los cuales deben ser destruidos para su extracción, de 
ahí que su explotación atenta directamente contra una de las fuentes de agua más importantes, 
pudiendo producir alteraciones en el régimen de ríos, arroyos y freáticas, así como daños 
ecológicos importantes. 

En la Patagonia se encuentran las principales reservas comprobadas de las distintas 
formas de carbón existentes en el país: esquistos, lignito y turba; su explotación en el pasado ha 
demostrado ser dañina para el medioambiente, incluida la provincia de Río Negro, donde 
funcionó la mina Pico Quemado, que aún después de décadas de cerrada, sigue produciendo 
drenajes ácidos. 

 
 

Otros minerales: 
 

En general todas las explotaciones mineras producen impactos ambientales, pero en el 
caso de aquellas que son de mediana a baja escala y no emplean químicos, los impactos pueden 
ser minimizados, mitigados o controlados; cuando ello no ocurre, se puede ver comprometida 
la integridad del ecosistema, así como la vida y la economía de las personas y las comunidades. 

Los otros minerales marcados con amarillo en los cuadros anteriores merecen ser 
especialmente controlados por la potencialidad de que su explotación es susceptible de generar 
daños en el medio natural, así como deshechos, emanaciones y vertidos que las mismas pueden 
producir. En estos casos no se trata de restringir la actividad, sino de controlarla de manera 
adecuada y exigirle a las empresas que cumplan la legislación ambiental vigente y adopten las 
medidas necesarias para minimizar los riesgos. Sin ir más lejos, el caso más concreto es el de 
las pilas de escombros con metales pesados en San Antonio Oeste, que hace décadas contamina 
los acuíferos y el suelo de la zona. 

En todos los casos se debe exigir la participación ciudadana en las instancias de 
otorgamiento de derechos mineros y  evaluación de impacto ambiental, cuestión ésta que al 
igual que en el resto de la minería, no ocurre. 
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CÁLCULO DE EXPECTATIVA DE EXPLOTACIONES POTENCIALME NTE 
RIESGOSAS PARA EL AMBIENTE Y LA SALUD DE LAS PERSON AS 
 
 En base al entrecruzamiento de la información de base empleada para elaborar los 
cuadros anteriores, se detalla a continuación el estado en que están los derechos o concesiones 
mineras que tienen expectativa de generar explotaciones potencialmente riesgosas desde el 
punto de vista ambiental y social 

Fuente: Catastro y registro minero 
de Río Negro y Chubut. 
* Expectativas de explotación:  
Alta: minas mensuradas, estacadas 
o concedidas y manifestaciones 
concedidas con pertenencias 
mineras tramitadas. En todos estos 
casos la existencia del mineral ya 
está confirmada. De completar los 
pasos administrativos bajo las 
modalidades actuales, estarían en 
condiciones de empezar en 3 a 5 
años. 
Media: manifestaciones en trámite. 
A pesar de haberse confirmado la 
existencia de un mineral, resta 
determinar si su cantidad y 
concentración justifica ser extraído. 
De completar los pasos 
administrativos bajo las 
modalidades actuales, estarían en 
condiciones de empezar en 5 a 10 
años. 
Baja: minas o manifestaciones 
vacantes, la presencia de un 
yacimiento ya está confirmada, pero 
está en manos del estado, a la 
espera de algún interesado. 
También se incluyen los cateos, 
existe la presunción fáctica, de la 
existencia de un mineral metalífero, 
que mueve al minero a invertir 
tiempo y dinero en su búsqueda. La 
expectativa es de 10 a 20 años. 
Se excluyeron de este análisis los 
derechos cancelados y los 
expedientes archivados, o sea 
prospecciones, exploraciones o 
explotaciones que existieron, las 
pertenencias no están vacantes y 
los posibles solicitantes deben 
empezar de cero la tramitación para 
un derecho nuevo, que debería 
requerir validación social y 
eventualmente puede ser recurrido 
por quien se sienta afectado. 
Los cateos concedidos se colocaron 
aparte, porque no especifican el 
mineral, aunque actualmente el 
paso de la prospección y 
exploración inicial se hace 
únicamente para buscar minerales 
metalíferos valiosos, por eso 
también se los ha considerado 
explotaciones en expectativa (baja). 

Río Negro Chubut Mineral Expectativa de 
explotación * Nº % Nº % 
Alta 50 10,3 96 9,6 
Media 117 24,2 106 10,6 
Baja 24 5,0 39 3,9 Oro 

Total 191  39,5 241 24,1 
Alta 7 1,4 15 1,5 
Media 41 8,6 189 18,9 
Baja - - - - Uranio 

Total 48  10,0 204 20,4 
Alta 2 0,4 20 2,0 
Media 8 1,6 3 0,3 
Baja 1 0,2 -  Cobre 

Total 11  2,2 23 2,3 
Alta - - 10 1,0 
Media 2 0,4 2 0,2 
Baja - - 2 0,2 Plata 

Total 2  0,4 14 1,4 
Alta - - 36 3,6 
Media 1 0,2 10 1,0 
Baja 1 0,2 2 0,2 Plomo 

Total 2  0,4 48 4,8 
Alta - - - - 
Media - - - - 
Baja 6 1,2 1 0,1 Zinc 

Total 6  1,2 1 0,1 
Alta 2 0,4 - - 
Media 13 2,7 - - 
Baja - - - - Vanadio 

Total 15  3,1 - - 
Alta -  - - 
Media 2  - - 
Baja -  1 0,1 Wolframio  

Total 2  0,4 1 0,1 
Alta 1  2 0,2 
Media 2  1 0,1 
Baja 1  - - Carbón 

Total 4  0,8 3 0,3 
Manifestaciones polimetálicas no 
especificadas (expectativa media) 

- - 22 2,2 

Cateos que incluyen 1ª categoría 
(expectativa de explotación baja) 

203 41,9 441 44,2 

Total expectativa alta 62 12,8 179 17,9 

Total expectativa media 186 38,4 333 33,4 

Total expexctativa baja 236 48,8 486 48,7 

TOTAL explotaciones 
mineras en expectativa 

484 100 998 100 
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 El cuadro de la página anterior permite determinar algunas conclusiones (parciales y 
sujetas a ser ampliadas), respecto de los catastros mineros de Río Negro y Chubut: 
 
• Más allá de las viabilidades técnicas o especulaciones que se hagan, quien adquiere un 

derecho minero metalífero en un determinado lugar es porque tiene su cabeza puesta en una 
explotación minera metalífera funcionando en algún momento, allí donde está invirtiendo 
su tiempo y su dinero, por que en definitiva, un derecho minero es para buscar y extraer 
minerales (o para que otro lo haga en lugar de uno), no para otra cosa. Obviamente, la 
expectativa de explotación incluye un riesgo intrínseco de daño ambiental provocado por la 
voladura de cerros, la deposición de montañas de escombros con riesgo de producir 
drenajes ácidos y el empleo de cantidades significativas de sustancias tóxicas para su 
separación; pasos todos estos necesarios para llevar a cabo una explotación minera 
metalífera. 

• De la misma manera, un Estado que está otorgando una concesión minera metalífera a un 
particular o empresa en un determinado lugar, es porque está suscribiendo la posibilidad 
que el minero finalmente termine concretando su expectativa de explotación metalífera, 
independientemente de las consecuencias ambientales y territoriales que tal actitud puede 
traer aparejada, así como de los derechos individuales y/o colectivos que han de verse 
afectados o cercenados. 

• El concepto de “riesgo” involucra la incertidumbre del peligro potencial de una afectación 
al ambiente o la salud de las personas y es inherente  tanto a la manipulación y vertido de 
cantidades considerables de sustancias tóxicas y/o venenosas, así como a las consecuencias 
derivadas de la alteración del medio natural y sociocultural donde ha de desarrollarse una 
explotación minera. Esta definición deja claro que el “riesgo” propiamente dicho puede ser 
disminuido, pero nunca eliminado. 

• Fuera de las demás evidencias comprobables, la existencia de un contexto de avance mega-
minero no puede ser endilgado como una “sensación” infundada ya que, como este análisis 
lo demuestra, tiene un basamento por demás empírico, a partir de actos administrativos del 
propio gobierno. 

• La obtención de una propiedad minera, así como el cumplimiento de las labores legales y 
faenas necesarias para ponerle valor o explotarlas, no justifica de ninguna manera negar la 
existencia de explotaciones mineras en expectativa. 

• Los catastros mineros de Río Negro y Chubut, tal como ocurre en otras provincias, han 
demostrado ser más una herramienta destinada a la especulación financiera y a satisfacer 
intereses particulares, que a procurar el interés general de la sociedad esgrimido en la 
Constitución Nacional. Esto se demuestra en la irracionalidad y el descontrol en el 
otorgamiento de derechos mineros, más allá de la factibilidad o la demostración de 
existencia de los bienes comunes involucrados: el catastro minero de Río negro tiene 1939 
derechos mineros y el de Chubut totaliza 4895. 

• Del total de derechos mineros otorgados mencionados en el punto anterior, hay 479 en Río 
Negro y 998 en Chubut que, en función del cumplimiento de los pasos administrativos por 
parte de sus titulares, pueden ser considerados explotaciones en expectativa. Estos 
guarismos representan el 24,7 y el 20,4 % del total, respectivamente. Esto, además de 
reforzar el punto anterior, demuestra el alto grado de incumplimiento de los titulares de 
derechos mineros para con sus obligaciones y la negligencia de las autoridades concedentes 
en otorgar derechos a particulares con riesgo de afectar a terceros. 

• En cuanto a los minerales más buscados, como puede verse, la atención está acaparada 
principalmente en el oro y el uranio, que entre los dos conforman casi la mitad de las 
explotaciones mineras en expectativa en ambas provincias. Por sus características, son a 
priori, las explotaciones mineras más nocivas para el ambiente y la salud humana; y 
además, las que en esencia no son tan necesarias en función de la aplicabilidad que tienen 
esos metales en la vida cotidiana de las personas bajo las condiciones actuales; así como de 
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la posibilidad actual de obtener cantidades mucho mayores de las estrictamente necesarias 
de los mismos (demanda para uso tecnológico) mediante el reciclaje de los deshechos que 
produce actualmente el hombre en todo el mundo. 

• Para el resto de los minerales metalíferos, el interés es mucho menor y su aprovechamiento 
para los mineros siempre deviene de su obtención como subproducto de las explotaciones 
anteriores. Evidentemente, en los hechos concretos y tal como está demostrado en los 
papeles, cumplen un papel muy secundario en el negocio minero. 

• En el caso de la minería del oro, en base al análisis y cálculos efectuados en el presente 
trabajo, existen argumentos empíricos para demostrar que, de mantenerse o incrementarse 
las condiciones hiper-favorables y de fomento con que cuenta la actividad minera, en pocos 
años podemos tener alrededor de 150 explotaciones de este mineral funcionando (unas 50 
en Río Negro y 100 en Chubut aproximadamente). 

• En el caso del uranio, es evidente que hay una suerte de “fiebre” por la búsqueda de 
reservas importantes de este mineral. La enorme cantidad de manifestaciones de 
descubrimiento registradas (especialmente en Chubut) indica que la presencia del mineral 
ya está ampliamente confirmada en buena parte del territorio; por ende, en la actualidad se 
está en la etapa de dimensionar la cantidad disponible y su concentración dentro de los 
yacimientos. Esto quiere decir que, bajo las mismas condiciones explicitadas en el punto 
anterior, las explotaciones pueden llegar a comenzar en 10 años y pueden ser como mínimo 
22 en total en ambas provincias. A diferencia del oro, podemos mencionar que en rasgos 
generales, es incierta la envergadura que las mismas puedan llegar a tener. 

• Un detalle no menor que salta a la luz en el análisis de la información contenida en el 
catastro y registro minero, es que proyectos de enormes dimensiones, como por ejemplo el 
de Cordón de Esquel, no incluirían únicamente una explotación mega-minera a cielo 
abierto; sino que, la expectativa de quienes pretenden llevarla adelante, es en realidad poder 
poner en funcionamiento varias de esas explotaciones en una misma zona. Esto está 
demostrado en el acaparamiento de numerosos derechos mineros de fase superior (minas 
concedidas mensuradas que implican en esencia yacimientos comprobados y 
dimensionados), dentro de una misma región, por parte de una misma empresa o pool de 
empresas subsidiarias de una sola. 

• En el caso del carbón, si bien hay pocas explotaciones en expectativa en ambas provincias 
y no se trata de un metal ni se emplean sustancias tóxicas en su extracción, se le debe 
prestar especial atención en el sentido de que desde antaño hay considerables reservas 
comprobadas que pueden dar lugar a una mega-explotación intensiva, generadora de 
grandes cantidades de deshechos tóxicos (drenajes ácidos de escombreras, gases de efecto 
invernadero, etc.). El hecho de que todos los derechos mineros de carbón existente estén en 
manos de una sola empresa y concentrados en una misma región, confirma esta posición. 
Se debe tener en cuenta además que la corporación titular es una de las más activas a nivel 
mundial en el sector metalífero. Un detalle no menor es que históricamente, la minería del 
carbón en Argentina es la que ha costado más vidas humanas a los trabajadores de la 
misma. 
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FUNDAMENTOS LEGALES PARA LA OPOSICIÓN AL OTORGAMIEN TO DE 
DERECHOS MINEROS EN ÁREAS DE INTERÉS GENERAL AMBIEN TAL, SOCIAL 
Y/O COMUNITARIO 
 

La presente enunciación de argumentos tiene como finalidad brindar argumentos para 
plantear posibles oposiciones administrativas y/o legales al otorgamiento de derechos mineros, 
ante las autoridades concedentes o en la justicia. Su enumeración es meramente ilustrativa y no 
responde a ningún tipo de priorización ni jerarquía. 
 
 
1. El otorgamiento de derechos mineros es el acto fundamental y fundacional que da 
origen a una explotación minera no deseada 
 

La oposición se justifica en que, como bien sostiene Edmundo Catalano en su “Código 
de Minería Comentado” (P. 168 y ss.), “el registro es, sin duda, por sus consecuencias 
prácticas, el acto más importante de todo el proceso que se inicia con la manifestación del 
descubrimiento. Porque, además de los efectos conservatorios del pedimento, el registro tiene 
en el derecho minero nacional un significado jurídico muy especial. La autoridad ordenando 
registrar un pedimento, reconoce al descubridor como titular del derecho a la explotación (…) 
El registro por otra parte, desde que importa la concesión legal de la mina, autoriza a tomar la 
posesión del terreno e iniciar la explotación”. Es obvio que, en el caso de explotaciones 
potencialmente perjudiciales  para el ambiente y la salud humana, bajo ningún aspecto y en 
mérito a las razones aquí expresadas, queremos en nuestro suelo, lo que sustenta tal oposición.  
 
 
2. El derecho minero no es absoluto, ya que existe un mejor derecho de terceros que 
puede verse vulnerado. 
 

Sostiene el mismo autor, al comentar el artículo 44 del Código de Minería “que el 
Registro es, para el Código de Minería, un acto tan fundamental que traduce el verdadero 
concepto de concesión legal, a que se refiere el artículo 10. Registro y Concesión se presentan, 
en la estructura de la ley, como términos equivalentes. No existe, en el Código, el registro 
como concesión provisoria, que mencionan algunos autores, ya que no existe una concesión 
definitiva. El registro es la concesión legal, salvo mejor derecho de terceros..” En nuestro caso 
existe un mejor derecho de terceros, que es el derecho a un ambiente sano y a la calidad de vida 
–ambos con jerarquía constitucional -de quienes habitan el territorio de las provincias de Río 
Negro y Chubut, que ya se han pronunciado expresa y categóricamente por el rechazo a este 
tipo de actividades en todos los ámbitos y que debe ser respetado. 

Las concesiones mineras, como toda propiedad privada, no constituyen un derecho 
absoluto para el dueño: la ley no ampara el ejercicio abusivo de los derechos y la exigencia de 
que se haga un uso regular del derecho de propiedad (Arts. 1071, 2514, 2618 y concordantes 
del Código Civil) y que el Derecho Ambiental consagra el principio de que "no existe libertad 
para contaminar", en tanto "... no hay libertad para dañar el ambiente ajeno ni para restringir la 
libertad que tiene todo individuo de usar y gozar del ambiente..." (VALLS, Mario F., 
"Instrumentos Jurídico para una Política Ambiental", J. A., 1996-IV- 955) 
 
 
3. El otorgamiento de derechos mineros no tiene en cuenta la política ambiental de los 
propios estados concedentes 
 

Los habitantes de la Patagonia somos por historia poseedores de una cultura que ha 
sabido vencer las adversidades del clima. La hostilidad natural del mismo, exigió a sus 
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hombres y mujeres una especial actitud para mejorar las condiciones ambientales necesarias 
para el desenvolvimiento de sus actividades. Así, por ejemplo, en cierta medida aprendimos a 
organizar y administrar el recurso hídrico, hasta conformar los oasis irrigados existentes en los 
valles fluviales de la región… 

Debe en este contexto incluirse la problemática del cambio climático que afecta entre 
otros bienes comunes a los glaciares y los bosques localizados en las regiones de cuenca activa 
que prestan un servicio ambiental insustituible a regiones más vastas habitadas por el hombre. 
Frente a la crisis generada por el cambio climático y la consecuente legislación nacional de 
presupuestos mínimos vigente en todo el territorio de la Nación Argentina en materia de 
protección ambiental, glaciares y bosques: ¿pueden los Estados Provinciales adoptar decisiones 
preventivas y precautorias para resguardar el recurso esencial de la sustentabilidad de los 
ecosistemas, entre las que se encuentra la consulta popular respecto del otorgamiento de 
derechos mineros que potencialmente pueden vulnerar derechos constitucionales consagrados?. 
No dudamos que debe hacerlo. Es una decisión de política ambiental que tiene su fundamento 
en las particulares características de nuestro ecosistema, como sustento de toda la vida, social, 
productiva e individual de la comunidad. 
 
 
4. El sistema de otorgamiento de derechos o concesiones mineras aplicado en Chubut y 
Río Negro no cumple con los preceptos de la ley nacional 25.675 
 
Texto de la Ley nacional 25675: http://www.infoleg.gov.ar/infolegInternet/anexos/75000-
79999/79980/norma.htm 
 

La reforma de la Constitución Nacional de 1994, al regular la cuestión ambiental, en su 
parte orgánica introdujo en el 3° párrafo del Artículo 41° una alteración al reparto de 
competencias entre el Estado Federal y las Provincias, al disponer “Corresponde a la Nación 
dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, y a las provincias las 
necesarias para complementarlas, sin que aquellas alteren las jurisdicciones locales”.  

Es importante destacar que las normas de presupuestos mínimos de protección 
ambiental federal (PMPAF, especialmente la ley 25675, así como también las leyes 26331 de 
Bosques Nativos y 26639 de Glaciares) obligan a las provincias per se el piso mínimo dictado 
por el Congreso Federal, inderogable y supremo que invalida las normas que lo contraríen. 
Esto quiere decir que las leyes de presupuestos mínimos son de aplicabilidad en todo el 
territorio de la nación argentina, independientemente de si las jurisdicciones adhieren o no, 
condición no sólo no necesaria, sino además obsoleta en lo que hace al marco jurídico para la 
vigencia de esta legislación, la cual está por demás consagrada en la Constitución Necional y 
por ende debe ser aplicada por todas las jurisdicciones y ámbitos del estado. 
 

Especialmente, la ley 25.675 (LGA) tiene como uno de los principales méritos el de 
explicitar los objetivos de la política ambiental del Estado Argentino. Entre ellos destacamos 
del art. 2, los siguientes:  
a) Promover el uso racional y sustentable de los recursos naturales,  
e) Mantener el equilibrio y dinámica de los sistemas ecológicos;  
f) Asegurar la conservación de la diversidad biológica;  
g) Prevenir los efectos nocivos o peligrosos que las actividades antrópicas generan sobre el 
ambiente para posibilitar la sustentabilidad ecológica, económica y social del desarrollo;  
k) Establecer procedimientos y mecanismos adecuados para la minimización de riesgos 
ambientales, para la prevención y mitigación de emergencias ambientales y para la 
recomposición de los daños causados por la contaminación ambiental. 
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También reconoce principios en el artículo 4º. Destacamos los siguientes: 
Principio de Prevención: Las causas y las fuentes de los problemas ambientales se atenderán 
en forma prioritaria e integrada, tratando de prevenir los efectos negativos que sobre el 
ambiente se pueden producir.  
Principio Precautorio: Cuando haya peligro de daño grave o irreversible la ausencia de 
información o certeza científica no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de 
medidas eficaces, en función de los costos, para impedir la degradación del medio ambiente.  
Principio de Equidad Intergeneracional: Los responsables de la protección ambiental 
deberán velar por el uso y goce apropiado del ambiente por parte de las generaciones presentes 
y futuras.  
Principio de progresividad: Los objetivos ambientales deberán ser logrados en forma 
gradual, a través de metas interinas y finales, proyectadas en un cronograma temporal que 
facilite la adecuación correspondiente a las actividades relacionadas con esos objetivos. 

Estos principios han sido especialmente vulnerados con la derogación de la ley Q 3981 
de Río Negro, que indudablemente ha significado un retroceso en la política ambiental en el 
sentido de quitar estándares de protección vigentes; cuestión que pretende ser imitada también 
en Chubut con la intención de bajar la ley 5001; por ende la derogación e estas leyes que 
representan conquistas sociales y mejoramiento de estándares ambientales en la vida y la 
economía de las comunidades, es a todas luces inconstitucional. Desde ya, en el tema que nos 
trata, también se vulneran estos principios consagrados por ley cada vez que se otorga un 
derecho minero sin hacer previamente una consulta pública fehacientemente informada a la 
población involucrada. 
 

En este sentido, también cabe destacar que la misma ley fija como obligatorios en todo 
el territorio nacional los siguientes mecanismos: 
 
a) El ordenamiento ambiental del territorio, según art. 9y10 (inexistente en Río Negro y 
Chubut). En los trámites de otorgamiento de derechos mineros no existe en ninguno de los 
miles de casos la más mínima referencia respecto de la vocación territorial ambiental y/o social 
de las áreas involucradas. 
b) La Evaluación de Impacto Ambiental, según arts. 11 a 13, obligatoria en forma previa 
para toda obra o actividad “que, en el territorio de la Nación, sea susceptible de degradar el 
ambiente, alguno de sus componentes, o afectar la calidad de vida de la población, en forma 
significativa” Este procedimiento no se cumple en el caso del otorgamiento de derechos o 
concesiones mineras y se lleva a cabo, una vez otorgados los mismos, como un mero trámite 
administrativo abreviado y sin ningún tipo de consulta o audiencia pública (también 
obligatorias según la misma ley) en las etapas de prospección y exploración. 
c) La Educación Ambiental, según arts. 14 y 15, que deben llevar a cabo las jurisdicciones 
locales coordinadamente con los organismos competentes en la materia. Es obvio que tampoco 
se cumple con este precepto básico y de ahí que los vecinos autoconvocados están en todo su 
derecho de llevar a cabo esta tarea no efectuada por los estamentos correspondientes, y desde 
ya, no pueden ser prohibidos a llevar a cabo esta tarea en lugares públicos, incluida también la 
temática desarrollada en el presente trabajo. 
d) La información ambiental, que según los arts. 16 a 18, debe ser brindada por el estado a la 
ciudadanía, en forma pública: conocida es la dificultad existente en las provincias patagónicas 
para acceder a los estamentos del poder (situación ya descripta anteriormente) que lejos de ser 
mitigada por los responsables, es utilizada por estos en desmedro de la población, obligando a 
hacer onerosos e interminables viajes y trámites administrativos para obtenerla (onerosos tanto 
en dinero como en tiempo, recurso habitualmente escasos en la población afectada). Ya de por 
sí resultó por demás complicado obtener la información necesaria para realizar el presente 
trabajo. 
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e) La participación ciudadana, claramente especificada y fijada como obligatoria en los arts 
19 a 21: Este punto es completamente obviado en el trámite de otorgamiento de concesiones 
mineras (que necesariamente deben encuadrarse en los planes de ordenamiento territorial y 
dentro de la normativa ambiental vigente, cuestiones que tampoco son tenidas en cuenta), así 
como en los estudios de impacto ambiental en las etapas de prospección y exploración minera 
y minimizada también para el caso de las explotaciones, interviniendo únicamente de manera 
soslayada en la finalización de los procedimientos, una vez que los procesos están 
prácticamente cerrados, pero no en la toma de decisiones previa. 
 
 
5. Tampoco se cumple con las legislaciones provinciales en materia ambiental 
 

En que los objetivos y principios señalados para la ley ambiental nacional se relacionan 
con las prescripciones contenidas en las legislaciones que en la materia han dictado las 
provincias, algunas de las cuales son previas a la propia ley nacional, dejando claramente 
sentado que la vocación en ese sentido existe también en los poderes de los estados 
provinciales: No existe ningún justificactivo para otorgar derechos mineros allí donde la 
población no quiere dicha actividad, ya que la legislación prevé los mecanismos necesarios que 
son de aplicación para que en este sentido la ciudadanía sea consultada de manera previa y 
consentida y no recién cuando los proyectos mineros ya están en marcha. 

De estas disposiciones emanadas de las legislaturas provinciales emerge una 
orientación de la política ambiental que impone a las autoridades adoptar decisiones 
razonables, en el contexto de un desarrollo sustentable, el cual se corresponde con las 
particularidades de cada ecosistema. Estas decisiones deben sustentarse en la prevención y en 
la precaución. La primera, sobre la base de una evaluación científica de las relaciones de 
interdependencia involucradas, a fin de evitar el daño ambiental; la segunda, cuando existiendo 
falta de información científica o incertidumbre sobre esas relaciones, se considere la existencia 
de una amenaza grave o irreversible sobre el ambiente que justifique medidas proporcionales a 
la situación de riesgo que debe evitarse.  
 
 
6. Tampoco se cumple con las legislaciones ambientales municipales 
 

En que el otorgamiento de los derechos en cuestión vulneran (además de las 
legislaciones ambiental nacional y provinciales) diferentes normativas municipales dictadas a 
favor de la protección del ambiente y el desarrollo de las comunidades locales en armonía con 
su entorno natural. Por ello además los municipios involucrados están facultados (y obligados) 
para aplicar los principios establecidos en el Artículo 4º de la Ley Nacional 25675/02, más allá 
de que adhieran o no a dicha ley. 

En este sentido cabe también mencionar que todos estos trámites de cesión de bienes 
del estado a particulares, deberían tener el dictamen de los municipios afectados, quienes a su 
vez deberían articular los mecanismos necesarios para que la población esté informada y  y en 
condiciones de decidir. Los municipios a su vez deben informar a las autoridades provinciales 
las normativas restrictivas vigentes en los mismos, con especial atención para que sean 
aplicadas también al otorgamiento de derechos mineros, teniendo en cuenta que el propio 
Código minero somete su aplicabilidad “a las disposiciones emanadas del art 41 de la 
Constitución Nacional” (art 233 CM). 

En el caso de la región que se trata en la primera parte del informe, los municipios de 
Bariloche, Dina Huapi, El Bolsón, El Hoyo, Lago Puelo, Epuyén, Esquel y Trevelin tienen 
normativas específicas que restringen o limitan el desarrollo de la minería metalífera con uso 
de sustancias tóxicas. Sin embargo, en todos los ejidos municipales (salvo los dos primeros 
mencionados) existen derechos mineros de minerales que necesariamente necesitan de 
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modalidades expresamente prohibidas por esta normativa. Esta situación es irregular, tanto 
para las administraciones provinciales, que otorgan o mantienen concesiones mineras allí 
donde la actividad está restringida y no consultan ni informan a los municipios involucrados; 
así como también para las propias administraciones municipales, que no controlan la aplicación 
de la normativa que ellos mismos producen y no velan por la seguridad y la vida de sus 
ciudadanos. 
  
 
7. Se vulnera el “Principio de Optimización en la Protección” específico del Derecho 
Ambiental Internacional 
 

El principio de optimización en la protección es específico del Derecho Ambiental y se 
aplica en diferentes partes del mundo: 
• La doctrina alemana lo aplica respecto de la política comunitaria ( KRAMER, L. European 

Comunity Traety and Environmental Law, 2° Ed Sweet & Maxwell, Londres, 1995, citado 
por Demetrio Loperena Rota. Los Principios de Derecho Ambiental. Ed. Civitas, 1998, p. 
104.). 

• En España, la doctrina lo desprende del artículo 149.1.123 de la Constitución Española, 
cuando autoriza a las Comunidades Autónomas a establecer normas de protección más 
rigurosas que las establecidas como básicas para el Estado. 

• En el Tratado de la Comunidad Europea, versión Maastricht, se recoge el mismo principio 
cuando en su artículo 176 se dice: “Las medidas de protección adoptadas en virtud del art. 
130 S no serán obstáculo para el mantenimiento y la adopción por parte de cada Estado 
miembro de medidas de mayor protección”.  

 
Según esta idea, cada nivel administrativo está simultáneamente obligado a cumplir con 

lo mínimo establecido por el superior y habilitado para establecer y aplicar normas de 
protección más elevadas.  

Llevado a al sistema jurídico legal argentino, el principio de optimización de protección 
se desprende  de la Constitución Nacional, que en el artículo 41° tercer párrafo establece la 
función de legislar en complemento, y la ya mencionada ley general del ambiente 25675, con 
la obligatoriedad de la operatividad del principio de congruencia.  

En consecuencia, es claro que, en función del artículo 233 del Código Minero, también 
para el otorgamiento de derechos mineros, se debe aplicar aquella norma que proteja más el 
ambiente y no la que lo proteja en menor medida. 
 
  
8. Se vulnera el “Principio de Proporcionalidad”, también específico del Derecho 
Ambiental Internacional 
 

Este principio no está consagrado explícitamente en la ley 25675, pero en la práctica, 
también rige en las políticas ambientales. Su tratamiento es fundamental porque, 
frecuentemente, cualquier obra, proyecto o concesión de cierta envergadura genera conflictos 
intersectoriales debido a los distintos valores y percepciones que los distintos grupos sociales 
tienen sobre cada uno de los aspectos implicados (Bustamante Alsina, Jorge, Prevención del 
Daño Ambiental, JA 1998 –IV -922 y ss). 

Este principio impide que los recursos naturales, la fauna, la flora, el paisaje y otros 
restantes elementos de la naturaleza (denominados por nosotros “bienes comunes”) sean 
sacrificados en aras de progreso y, al mismo tiempo, determinando que lo medioambiental no 
sea lo único a merituar, olvidando otros los aspectos esenciales de la vida y economía de las 
personas. 
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También sirve para establecer distinciones y jerarquías entre los elementos o bienes que 
componen el medio ambiente para, de este modo, marcar una graduación respecto de aquellos 
que facilitan las condiciones de vida, como son el aire, el agua o la naturaleza, que aseguran la 
herencia de la humanidad para las generaciones futuras. 

En otros términos, la proporcionalidad es el resultado ideal de la ponderación de 
intereses (Montoro Chiner, María Jesús, Objetivos, naturaleza y límites de la declaración de 
impacto ambiental en las infraestructuras públicas, en Rev. española de Derecho 
Administrativo, Madrid, Civitas, 2001, n 109, pág. 178).  
 
 
9. Los gobiernos provinciales otorgan derechos mineros en áreas naturales protegidas 
legalmente establecidas por ellos mimos. 
 

En el caso de la región que nos ocupa, no se han otorgado derechos mineros en los 
Parques Nacionales (jurisdicción federal) no sólo porque la ley nacional 22351 prohíbe 
expresamente la minería dentro de ellos, sino además porque las provincias no tienen 
jurisdicción sobre sus territorios. Pero sí existen en las áreas protegidas provinciales, así como 
también en la Reserva de la Biosfera andino Norpatagónica y en otras áreas con rasgos 
naturales o culturales que dada la información técnico-científica disponible, son susceptibles de 
ser conservados. Tal vez el caso más notable de un área protegida entregada a los mineros sea 
la Meseta de Somuncura, donde se han otorgado cientos de derechos mineros desde que la 
misma fue legalmente creada. Por supuesto, todos estos derechos mineros tienen una 
inconsistencia legal muy evidente que las autoridades otorgantes deberían explicar, además de 
darlos de baja en forma inmediata. 

Más allá del debate filosófico sobre si las áreas protegidas son concesiones del propio 
sistema depredador, cuestión que no es compartida por quien escribe específicamente en los 
casos que esta figura legal resultan del logro de genuinas conquistas sociales y representa la 
defensa de la soberanía sobre los bienes comunes; lo concreto en estos casos es que la creación 
de las mismas están debidamente formalizadas y siempre responden a los principios de la 
política ambiental ya mencionados (art. 4º ley 25675). Por lo tanto su establecimiento debe ser 
considerado desde el punto de vista legal, como una acción destinada a la preservación, 
conservación, defensa y mejoramiento de los ambientes naturales y todos sus elementos 
constitutivos, que por ende está automáticamente inscripta dentro del interés general de la 
sociedad. Estas acciones comprenden, entre otras, la creación, protección, defensa y 
mantenimiento de áreas y monumentos naturales, refugios de vida silvestre, reservas forestales, 
faunísticas y de uso múltiple, cuencas hídricas protegidas, áreas verdes de asentamiento 
humano y/o cualquier otro espacio que conteniendo suelos y/o masas de agua con flora y fauna 
nativas, seminativas o exóticas y/o estructuras geológicas, elementos culturales o paisajes, 
merezca ser sujeto a un régimen de especial gestión y administración.  

Está claro que los derechos mineros otorgados en áreas protegidas (sean de la 
jurisdicción estadual que sean y hayan sido estas creadas previamente o con posterioridad) son 
nulos de nulidad absoluta. 

La propia legislación que da origen y regula las áreas naturales protegidas prohíbe 
expresamente la actividad minera o cualquiera otra que pueda afectar la integridad de los 
valores naturales y/o culturales puestos a resguardo, así como de los servicios ambientales y 
beneficios económicos que las mismas brindan a la comunidad en general. En el caso puntual 
de la Reserva de la Biosfera Andino Norpatagónica, las propias partes concordantes (entre las 
que se encuentran los gobiernos provinciales de Río Negro y Chubut) han establecido como 
uno de los programas a llevar a cabo el “Fortalecimiento de espacios de participación para la 
revisión y análisis de procesos vinculados a actividades productivas que presentan conflicto de 
intereses en el territorio protegido” De ahí que mal podrían los propios gobiernos provinciales 
que suscribieron estas pautas continuar otorgando o mantener vigentes derechos mineros 
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específicamente dentro de estas zonas sin consultar, de manera previa e informada, a las 
comunidades involucradas. 
10. Los derechos de los pueblos originarios también son vulnerados al concederse 
derechos mineros en sus territorios, sin consulta previa e informada.  
 

La normativa vigente en materia de derechos de los pueblos originarios ha 
experimentado un vuelco esencial a partir de la sanción de la ley nacional 24071, mediante la 
cual nuestro país el convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT): 
http://www.oit.org.pe/WDMS/bib/publ/libros/convenio_169_07.pdf 
En el mismo se reconocen los derechos inalienables con que cuentan dichos pueblos sobre sus 
territorios ancestrales. 

Esta normativa complementa el concepto de “Preexistencia étnica y cultural” 
determinada en la Constitución Nacional, en su versión reformada en 1994, así como también 
en las constituciones provinciales y cartas orgánicas municipales sancionadas con posterioridad 
a dicha reforma, razón por la cual ningún estamento del estado argentino cuenta con 
legitimación para imponer concesiones mineras a terceros sobre sus espacios, al menos sin 
proceder  de manera previa, concensuada y consentida a un proceso participativo de los 
pueblos originarios en general y de las comunidades potencialmente afectadas en particular. 

 
Con el fin de hacer mención a algunos de los diversos aspectos con los que cuenta este 

instrumento jurídico, es que se detallarán algunas de las disposiciones más relevantes que 
establece dicha legislación:  
1) Art 7º inc 1, Convenio 169 de la OIT: Los pueblos interesados deberán tener el derecho de 

decidir sus propias prioridades en lo que atañe el proceso de desarrollo, en la medida en 
que éste afecte a sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras que 
ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar, en la medida de lo posible, su propio 
desarrollo económico, social y cultural. Además, dichos pueblos deberán participar en la 
formulación, aplicación y evaluación de los planes y programas de desarrollo nacional y 
regional susceptibles de afectarles directamente. 

2) Art 7º inc 3, Convenio 169 de la OIT: Los gobiernos deberán velar por que, siempre que 
haya lugar, se efectúen estudios, en cooperación con los pueblos interesados, a fin de 
evaluar la incidencia social, espiritual y cultural y sobre el medio ambiente que las 
actividades de desarrollo previstas pueden tener sobre esos pueblos. Los resultados de estos 
estudios deberán ser consideradas como criterios fundamentales para la ejecución de las 
actividades mencionadas. 

3) Art 15 inc 1, Convenio 169 de la OIT: Los derechos de los pueblos interesados a los 
recursos naturales existentes en sus tierras deberán protegerse especialmente. Estos 
derechos comprenden el derecho de esos pueblos a participar en la utilización, 
administración y conservación de dichos recursos. 

4) En caso de que pertenezca al Estado la propiedad de los minerales o de los recursos del 
subsuelo, o tenga derechos sobre otros recursos existentes en las tierras, los gobiernos 
deberán establecer o mantener procedimientos con miras a consultar a los pueblos 
interesados, a fin de determinar si los intereses de esos pueblos serían perjudicados, y en 
qué medida, antes de emprender o autorizar cualquier programa de prospección o 
explotación de los recursos existentes en sus tierras. Los pueblos interesados deberán 
participar siempre que sea posible en los beneficios que reporten tales actividades, y 
percibir una indemnización equitativa por cualquier daño que puedan sufrir como resultado 
de esas actividades. 

 
Está claro entonces que (de acuerdo a la legislación vigente de rango constitucional), el 

gobierno no puede otorgar ningún tipo de derecho o concesión minera dentro de los territorios 
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ancestrales de los pueblos originarios, sin que se garantice un proceso previo e informado para 
obtener su consentimiento de manera válida. 

Así mismo, estos actos administrativos llevados a cabo por los gobiernos provinciales 
tampoco pueden significar un cambio en la relación intrínseca que los pueblos originarios 
mantienen desde tiempos inmemorables con la tierra y los bienes comunes. 

Este aspecto fundamental de la relación entre los gobiernos y los pueblos originarios 
también está establecido en el artículo 8º del Convenio Internacional de Diversidad Biológica 
(Argentina suscribe mediante la ley nacional 24375) y en el artículo 1º de la Convención 
Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial (Argentina 
suscribe mediante ley nacional 17222). 
 
 
11. No se cumplen las restricciones establecidas en la Ley de Glaciares 
 

La ley nacional 26639, de presupuestos mínimos para la protección de glaciares 
http://www.infoleg.gov.ar/infolegInternet/anexos/170000-174999/174117/norma.htm, en su 
artículo 6º prohíbe en forma expresa la exploración y explotación minera en áreas glaciares y 
periglaciares (definidas en el art. 2º de la norma). Está claro que en aplicación de esta ley, los 
derechos mineros (cateos, manifestaciones y minas) que incluyan superficies comprendidas 
dentro de las definiciones establecidas en el art 2º de esta ley, están viciados de nulidad 
absoluta, ya que la finalidad de estos, según el propio Código Minero, es explorar o explotar 
minerales, actividad prohibida por ley en aquellos territorios cubiertos por glaciares. Esta 
disposición es válida tanto para los derechos mineros otorgados con anterioridad y con 
posterioridad a la promulgación de esta norma. 

La ley establece plazos para la realización del inventario nacional de glaciares, así como 
para que la misma sea reglamentada. Ninguna de estas dos condiciones se ha cumplido hasta el 
momento, sin embargo, por tratarse de una ley de “Presupuestos Mínimos” su aplicabilidad es 
obligatoria por parte de todos los ámbitos y jerarquías del Estado en todo el territorio de la 
Nación Argentina, independientemente de si cada jurisdicción adhiere o no.  

La consideración del párrafo anterior también es fundamental en el sentido de que aún 
no está efectuado el inventario de glaciares, sin embargo las instituciones científicas del propio 
estado (a las que las autoridades concedentes pueden perfectamente consultar), están en total y 
cabal conocimiento fáctico de las áreas que están comprendidas en la ley. 

Además en este caso donde todavía no hay conclusiones determinantes, cabe también 
aplicar el principio precautorio de la ley nacional 25675, en el sentido de que ante la posible 
existencia de un glaciar, la falta de certeza científica no puede ser esgrimida como excusa por 
parte de las autoridades concedentes, ya sea para restringir el otorgamiento de derechos 
mineros en áreas que se presumen o se visibilizan a simple vista comprendidas dentro de áreas 
glaciares o periglaciares especificadas en la ley; así como tampoco para determinar la 
caducidad de los derechos mineros que se encuentren vigentes en estas áreas. 
 
 
12. No se cumplen las restricciones establecidas en la Ley de Bosques 
 

La ley nacional 26331, de presupuestos mínimos para la protección de bosques nativos 
http://www.infoleg.gov.ar/infolegInternet/anexos/135000-139999/136125/norma.htm, no 
prohíbe en forma expresa a la actividad minera, pero sus disposiciones implican 
necesariamente una restricción a la misma en aquellas áreas con bosques de categoría I y II (art 
9º) y limitaciones severas para los bosques de categoría III. 

Al igual que en el caso de la ley de Glaciares, la ausencia del inventario de bosques que 
la propia ley impone a las provincias (dueñas por mandato constitucional del recurso), así 
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como de reglamentación y falta de adhesión, no puede ser esgrimida como causal para evitar la 
aplicación de esta normativa, donde también es aplicable el principio precautorio. 

Naturalmente, a diferencia de la ley de glaciares, es mucho más fácil determinar cuáles 
son las áreas dónde deben ser aplicados los presupuestos mínimos esgrimidos en la ley 
nacional 26331. De esta manera, también como en el caso anterior, los derechos mineros 
otorgados en áreas cubiertas con bosques nativos también están viciados de nulidad absoluta; 
su otorgamiento no debe ser llevado a cabo y así mismo, los que hayan sido otorgados con 
anterioridad a la promulgación de la norma deben ser inmediatamente dados de baja del 
registro catastral minero. 

 
 

13. No se respeta la voluntad de autodeterminación de los pueblos 
 

La vocación de desarrollo sustentable a al que aspiran las comunidades locales de Río 
Negro y Chubut, se encuentra en franca contradicción con la actividad minera. Por ende, como 
bien expresa Edmundo Catalano en su “Código de Minería comentado”, los descubrimientos 
constituyen la causa originaria más importante de adquisición de las concesiones mineras de 
explotación otorgadas por el Estado o mejor dicho por la ley. 

De esta manera se entiende entonces que todo el proceso de una explotación minera se 
fija y comienza en este procedimiento y es allí donde debe centrarse no sólo la oposición legal 
que planteen las propias comunidades locales, sino también la obligatoriedad del estado en 
todos sus ámbitos para informar a la sociedad y consultarla respecto del otorgamiento de 
derechos o concesiones mineras en los territorios bajo su jurisdicción. 

Por otra parte, existe un amparo legal a la protección de las economías regionales que 
pueden verse vulneradas con esta clase de concesiones territoriales: el artículo 1.2 " in fine" del 
pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (de jerarquía constitucional por imperio de 
lo dispuesto en el Art. 75- in 22 de la Constitución Nacional), establece que "... En ningún caso 
podría privarse a un pueblo de sus propios medios de subsistencia....";  

La atribución nacional de dictar el “Código de Minería” y de la provincias de aplicarlo, 
no allana la intrínseca atribución local de proteger su ambiente ecológico natural, los bienens 
comunes indispensables para la vida  de las personas y de elegir el modelo de desarrollo 
colectivo, estilo de vida y futuro. De ninguna manera fue pensada la atribución nacional de 
dictar el "Código de Minería" para que "una" actividad extractiva-industrial ponga en cuestión 
el integral modelo de desarrollo y de sociedad que las comunidades locales eligen en ejercicio 
de su autonomía y de sus principios inspiradores de descentralización y pluralismo. Esto es 
claro en la Ciencia del Derecho y es parte de la esencia plasmada en el art 41 de la 
Constitución Nacional y los presupuestos mínimos de aplicación en todo el territorio argentino, 
fijados en el texto de la Ley 25675. 
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